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(Asisten representantes de la Corte Electoral) 
SEÑOR PRESIDENTE (Pardiñas).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 14 y 29) 


Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se lee:) 


——La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda da la bienvenida a la delegación de la Corte 
Electoral, integrada por el Presidente, doctor Ronald Herbert, el Vicepresidente, doctor Wilfredo Penco, los 
Ministros doctor Washington Salvo Stotz, doctora Margarita Reyes Galván, doctor Germán Lezama, doctor 
Alberto Brause y señor Walter Pesqueira, el Secretario Letrado, doctor Gabriel Courtoisie, y el contador 
Daniel Pereyra. 


Se pasa a considerar el Inciso 18 "Corte Electoral". 


SEÑOR PENCO.- Nuestra intervención va a ser tan breve como el artículo único que la Corte Electoral ha 
remitido al Poder Ejecutivo y al Parlamento como proyecto de Rendición de Cuentas. 


Como podrá observarse, la disposición proyectada se concentra en la necesidad de recabar un aumento 
importante en el rubro que corresponde a la partida de servicios de vigilancia y custodia porque resulta 
imprescindible reforzar la seguridad edilicia del organismo. La Corte Electoral cuenta con sedes en todos los 
departamentos del país. En Montevideo, además del edificio de la Oficina Electoral Departamental, se 
encuentra la sede central, donde funcionan la Oficina Nacional Electoral, la propia Corte y sus departamentos 
inmediatos. 


La Oficina Nacional Electoral tiene como cometido, de acuerdo con la ley, la custodia del Registro Cívico 
Nacional. Los archivos electorales se encuentran en este edifico antiguo, envejecido. Después de un estudio 
realizado a lo largo de varios meses por parte de esta Corte que se integró hace un año, se ha llegado a la 
conclusión de que es necesario incrementar la partida correspondiente porque es preciso el arrendamiento de 
servicios de vigilancia privada y de un servicio de monitoreo del sistema de seguridad electrónica que la 
anterior Corte instaló y para lo cual se invirtieron aproximadamente US$ 250.000. 


El archivo del Registro Cívico Nacional es muy importante. No solo estamos hablando del registro de 
expedientes sino también del registro electoral, en cuya etapa de digitalización nos encontraremos muy 
pronto, cuando el Parlamento apruebe la norma que autorice a los funcionarios de la Corte Electoral a realizar 
horario extraordinario. Mientras tanto, tenemos ese material en papel, que es enorme y si no tomamos 
medidas se corre el riesgo de perderlo en cualquier momento. 


Entonces, nuestra responsabilidad en esta instancia fue proponer al Parlamento esta norma proyectada a los 
efectos de contar con los rubros necesarios que nos permitan realizar la custodia de este patrimonio tan 


importante del país en las condiciones adecuadas. 


Este es el fundamento principal que queremos desarrollar en esta instancia. Se han adjuntado al fundamento y 
al proyecto en sí mismo las planillas de los costos del sistema de seguridad que refiere a los servicios del 
artículo 272, a los servicios del artículo 222, a los servicios de vigilancia privada y al servicio de monitoreo 
que son necesarios para cubrir todas estas necesidades. 


SEÑOR IBARRA.- La preservación del Registro Cívico Nacional ya lo tratamos en el Presupuesto Nacional 
y en Rendiciones de Cuentas anteriores y es sumamente importante. 


Nosotros tenemos limitaciones en cuanto a los recursos que podemos destinar y más aún si no se cuenta con 
el aval del Poder Ejecutivo. Por eso, quiero saber qué respuesta hubo en las conversaciones mantenidas con 
el Poder Ejecutivo a fin de atender esta partida de $ 13:300.000. De acuerdo con el contenido de la planilla 
mencionada, esta partida está acorde con las necesidades del servicio a prestar. 


SEÑOR ABDALA.- En la medida en que el Poder Ejecutivo no remitió ningún artículo con relación a la 
Corte Electoral, quiero saber qué nivel de intercambio hubo en cuanto a un tema que ha sido planteado con 
contundencia y sensatez. Los argumentos señalados por la Corte Electoral y por el Ministro Penco en su 
nombre parecen absolutamente atendibles. Sin perjuicio de ese aspecto, que es importante porque hace a los 
antecedentes y a las cuestiones de carácter institucional, quiero consultar específicamente por una afirmación 
que se hace con relación a la fundamentación de la discontinuidad del servicio 222. Simplemente, me 
despertó la curiosidad en cuanto a si eso tiene que ver con la modificación del régimen del servicio 222 que 
viene impulsando el Ministerio del Interior. Notoriamente, a partir de este año y en función de la Ley de 
Presupuesto, esta Cartera ha venido recortando la cantidad de horas. Pregunto si ahí está la causa. Supongo 
que se les habrá dado alguna explicación de este resentimiento que se ha producido en el servicio. Me parece 
que es importante por lo que concierne a la Corte Electoral pero también porque nos puede ilustrar con 
carácter general, sobre este tema que hemos visto, más o menos, en distintas áreas de la Administración 
Pública. 


SEÑOR PENCO..- La Corte Electoral cumplió con la norma constitucional y remitió este proyecto al Poder 
Ejecutivo que, si lo hacía suyo, a su vez, lo enviaría al Parlamento. Tratamos de tomar contacto con el Poder 
Ejecutivo ya sobre la hora de la remisión de este proyecto, pero lamentablemente por razones vinculadas con 
la preparación de la propia Rendición de Cuentas por parte del Poder Ejecutivo, no fue posible acordar una 
reunión. Es decir que la consecuencia fue que el Poder Ejecutivo resolvió no incorporar al proyecto que 
terminó remitiendo al Parlamento la norma proyectada de la Corte Electoral. 


En lo que tiene relación con el planteo del señor Diputado Abdala, quiero decir que efectivamente es un 
hecho notorio los anuncios respecto al eventual futuro de los servicios del artículo 222 y, sobre esa base, la 
Corte Electoral entendió que debe tomar medidas complementarias. Hasta ahora, el servicio 222, más allá de 
algunas circunstancias, se viene cumpliendo regularmente. Pero para la Corte Electoral es insuficiente por las 
razones que hemos expuesto en el proyecto. 


SEÑOR GANDINI.- Respecto al tema en consideración, creo que la fundamentación que acompaña la 
comunicación a la Cámara y la solicitud de este artículo es impecable y clarísima. Me parece que es un tema 
básicamente de recursos y es sobre ello, con las limitantes que hay, que el Parlamento tendrá que trabajar en 
esta Cámara y en la otra. 


Quiero agregar una pregunta respecto al artículo 658 del Presupuesto Nacional que autoriza a la Corte 
Electoral a enajenar el inmueble de Agraciada y Marcelino Sosa, y a adquirir otro con esos recursos. Deseo 
saber en qué etapa del proceso se encuentra esta autorización que hemos establecido a través de este artículo 
y si ya se enajenó el bien. 


SEÑOR BEROJIS.- El Ministro Penco habló sobre el proceso de digitalización y de la necesidad de las horas 
extras que estará sujeta a la aprobación del Parlamento. No sabía sobre esto, quizás los compañeros sí. 
Recuerdo que fue un tema fundamental de discusión en la Ley de Presupuesto en cuanto a la necesidad de 
que la Corte Electoral pudiera digitalizarse por completo e, inclusive, tener un sistema "on-line" en el propio 
acto electoral. Recuerdo que era una de las inquietudes expresadas por la Corte Electoral en la Ley de 
Presupuestos. 


SEÑOR ABDALA.- Sin ánimo de ser reiterativo, me parece interesante profundizar en algún aspecto sobre la 
propuesta presupuestal que no ha sido incluida en el Mensaje. Por lo que expresaba el Ministro Penco, me 
pareció entender que en principio esto se frustró o no se incluyó en el Mensaje original, fundamentalmente, 
por una cuestión de tiempos. Pregunto si esa es la explicación exclusiva, que debemos tomar como válida y 
única, y en tal caso si en algún momento el Poder Ejecutivo trasmitió a la Corte su visión con respecto a esto, 
es decir, si hubo una respuesta, aunque sea tardía, con relación a algo que sin lugar a duda parece de singular 
importancia. 


Quisiera aprovechar esta instancia porque en realidad nos vemos poco y no tenemos muchas oportunidades 
de preguntar sobre temas que hacen a un organismo tan importante como el que ustedes representan. No sé si 
lo que voy a preguntar tiene que ver con lo que planteaba el señor Diputado Berois, pero en el artículo 656 
del Presupuesto -este fue un tema que se analizó mucho en la comparecencia de la Corte, durante el 
tratamiento de la Ley Presupuestal-, el Parlamento aprobó una partida para la informatización del Registro 
Electoral que, sin ninguna duda, es un tema de enorme significación e importancia. Entonces, creo que puede 
ser oportuno que se nos brinde algún adelanto o información general sobre el avance de ese proyecto tan 
importante. 


SEÑOR ASTI.- Me quedó una duda con respecto a una respuesta que se dio sobre la reducción que 
presumiblemente se daría con relación al servicio 222. Estudiando los costos hora-hombre -tanto de la 
vigilancia privada, como de la policial, así como su diferencial en los casos en que hay tesorería o caja de por 
medio-, no entiendo el cálculo que se hace cuando hoy, por el régimen vigente, ya se estaría contratando 
horas de vigilancia 222. O sea que en cuanto al hecho de si se reduce o no ese servicio, a lo sumo estaríamos 
cambiando un costo por otro, pero no veo la diferencia que se introduce en la respuesta en el sentido de que 
la posible reducción de las horas disponibles del 222 impactaría directamente en el presupuesto de la Corte. 


SEÑOR PENCO.- En cuanto al primer tema, el de la enajenación del inmueble que fue autorizada por la Ley 
de Presupuesto, quiero decir que nos referimos al inmueble con que cuenta la Corte que está ubicado muy 
cerca del Parlamento, en la ex Casa Soler, en Agraciada y Marcelino Sosa, donde funciona el Departamento 
de Servicios Generales y donde también se instalan las Comisiones Receptoras de Votos en los escrutinios 
departamentales. Asimismo, la Corte ha recurrido a esas dependencias, por ejemplo, en una reciente 
oportunidad en que debió trasladar la oficina inscriptora del departamento de Montevideo por obras en el 
local central de la Junta correspondiente. 


Cabe consignar que hemos hecho gestiones para esta enajenación y, a su vez, para su sustitución alternativa 
por un inmueble adecuado a las necesidades de la Corte, pero hasta ahora el mercado inmobiliario nos ha 
impedido llegar a un resultado óptimo como el que pretendíamos. Por lo tanto, vamos a seguir trabajando en 
esa misma línea: hasta ahora no hemos podido concretar esa posibilidad. 


Con relación a la digitalización del Registro Electoral, efectivamente, la norma presupuestal le ha dado a la 
Corte determinado monto para proceder en diversas etapas con ese proceso de informatización, pero para eso 
también es necesario que cuente con una autorización para realizar un horario extraordinario, lo que pedimos 
al Parlamento en ocasión del Presupuesto y que no se votó en aquella oportunidad. Por lo tanto, en el mes de 
enero de este año volvimos a remitir al Parlamento el mismo pedido; fuimos recibidos por la Comisión de 
Constitución y Legislación del Senado, conversamos sobre el tema, volvimos a remitir un proyecto 
alternativo y, en principio, encontramos una muy buena receptividad en los Senadores, pero no tenemos 
noticias de que ese texto -el original ni el alternativo- haya sido aprobado en el Plenario de la Cámara de 
Senadores. De manera que contamos con el dinero para informatizar el registro electoral pero si no tenemos 
la autorización complementaria, ese dinero no va a poder ser usado, por lo menos durante este año. 


En lo que tiene que ver con las relaciones con el Poder Ejecutivo, lo que he explicado es que la evaluación de 
este tema tan complejo nos ha llevado tiempo y pudimos concretar este proyecto de Rendición de Cuentas ya 
sobre el filo de los plazos. Eso no nos permitió mantener con el Poder Ejecutivo las conversaciones que 
hubiéramos querido, precisamente, porque coincidieron con la finalización del trabajo por parte del Poder 
Ejecutivo del respectivo proyecto de Rendición de Cuentas. 


Finalmente, con relación a la pregunta que hace el señor Diputado Asti, por supuesto que hoy la Corte 
Electoral cuenta con un rubro por el que contrata la vigilancia por concepto del artículo 222. Ahora bien, esa 
vigilancia es insuficiente; entonces, previendo que no se va a contar como hasta hoy con el personal 


necesario del artículo 222, es que hay que aumentarla, por lo que el complemento se realizará con la 
vigilancia privada. Por eso es que se abren los dos rubros en esta instancia. 


SEÑOR ASTI.- Quisiera hacer una aclaración con respecto a la pregunta anterior. En una de las respuestas se 
dijo que esto era consecuencia de la reducción del servicio 222 pero, en realidad, es consecuencia de una 
necesidad de mayor cobertura y no de que se reduzca ese servicio. 


Y otra cuestión que también tiene que ver con lo que nos informaba el Ministro Penco guarda relación con el 
proyecto que conversaron con el Senado sobre las horas extra para la digitalización. Entiendo que el dinero 
para la digitalización de los archivos, no incluye lo necesario para pagar horas extra. 


(Interrupciones) 


—Entonces, simplemente se trata de la autorización para poder hacerlas. El dinero ya estaría dentro del 
presupuesto de la Corte electoral. 


SEÑOR PENCO..- Efectivamente. 


SEÑOR GANDINI.- Yo recuerdo el trámite anterior y ahora se confirma lo que suponía. Los recursos están; 
no se trata de una norma que requiera nuevos egresos. Lo que no tiene la Corte es una habilitación para 
destinar recursos para horas extra. Es decir: una habilitación para que sus funcionarios realicen horas extra 
con este cometido. 


Esta es una típica norma presupuestal: "Habilítase a la Corte Electoral para que sus funcionarios realicen 
horas extra con destino a la informatización, etcétera", y la fuente de financiamiento será la que se nos 
indique, la establecemos en la ley y perfectamente esto podría incorporarse. Yo creo que el Parlamento no 
tiene impedimento de ninguna naturaleza de votar una norma de este tipo en tanto no requiere recursos extra. 
Más allá de que el proyecto esté en la Cámara de Senadores, si en estos diecisiete días que nos quedan de 
tratamiento de la Rendición de Cuentas lo incorporamos en la Cámara de Diputados, ya Senadores resuelve 
el tema con un artículo. 


Por lo tanto, sugeriría que la Corte Electoral nos deje un artículo sugerido sobre este asunto y la Comisión, en 
el momento de tratar el tema, y cuando se disponga a votarlo, lo considerará. Nos parece que estamos en 
condiciones de acompañar esta iniciativa, que por otra razón en su momento no se aprobó, pero si es como yo 
entiendo, me parece que hoy existen condiciones objetivas para hacerlo. 


SEÑOR IBARRA.- Yo iba a solicitar a la Corte Electoral que nos acercara copia del proyecto que se remitió 
al Senado de la República para solucionar ese tema de las horas extra, pero me parece bien la propuesta del 
señor Diputado Gandini. Como es un artículo sin costo, porque ya está financiado, creo que la Comisión 
podría tratar el tema y estudiar la posibilidad de incluirlo en esta Rendición de Cuentas. Me parece correcto y, 
por lo tanto, estoy de acuerdo con que se remita lo más rápidamente posible el artículo mencionado a fin de 
instrumentar la solución a través de la Rendición de Cuentas. 


SEÑOR PENCO.- No tenemos ningún inconveniente en acceder al planteo que hace el señor Diputado 
Gandini y que ha apoyado el señor Diputado Ibarra; vamos a hacer llegar a la Comisión el texto, pero 
advierto que sería inconveniente que los trámites se entrecruzaran porque en el Senado de la República 
hemos avanzado, y bastante, con relación a este asunto. Fue una larga reunión con la Comisión de 
Constitución y Legislación a este respecto, donde elaboramos un texto alternativo que de algún modo recoge 
algunos planteos hechos en el Senado y que también era reflejo de los del gremio de funcionarios electorales; 
es decir que hemos cuidado mucho el texto en ese sentido. Sería una pena que una iniciativa que -supongo- 
debe estar a punto de ser aprobada en el Senado, y que pronto llegará a la Cámara, tuviera un trámite inverso 
desde la Cámara hacia el Senado 


Simplemente, pongo en conocimiento de los señores Diputados cuál es la situación respecto de ese proyecto 
en particular, más allá de que les vamos a hacer llegar el texto correspondiente. 


SEÑOR SALVO.- Parto de la base de que las manifestaciones, tanto del señor Diputado Gandini como del 
señor Diputado Ibarra, en coyunturas como las que actualmente vive la Corte Electoral -y otras-, refieren a 
una autorización de tipo genérica. Esta sería una solución de lo más pertinente porque la Corte Electoral ha 


vivido sistemáticamente esta experiencia negativa. No es la primera vez que la Corte Electoral detiene sus 
actividades después de haber elaborado un cronograma, no por no contar con el dinero sino con la 
autorización legal que permita, precisamente, la extensión horaria de esos funcionarios. De manera que si se 
llega a buen puerto con esta norma creo que sería de suma importancia para la actividad de la corporación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda agradece la presencia 
de la Corte Electoral y los aportes realizados. 


(Se retira de Sala la delegación de la Corte Electoral). 
(Ingresa a Sala la delegación de autoridades del Tribunal de Cuentas) 


——_Nuestra Comisión tiene mucho gusto en recibir a la delegación de autoridades del Tribunal de Cuentas, 
integrada por el Presidente, doctor Siegbert Rippe; la Vicepresidenta, contadora Beatriz Martínez; los 
Ministros, contadora Diana Marcos, doctor Oscar Grecco, señor León Lev y doctor Álvaro Ezcurra y los 
asesores, Director General de Jurídica, señor Santiago Fonseca; Director General de Auditoría, contador 
Omar Zooby; Directora de División Apoyo, contadora Olga Santinelli y Contador Central, contador Nelson 
Yelpo. 


Está a consideración el mensaje remitido por el organismo, que tiene una propuesta de cuatro artículos que no 
fueron recogidos en el Mensaje del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR RIPPE.- Agradecemos la oportunidad que nos vuelve a ofrecer la Comisión de Presupuestos 
integrada con la de Hacienda para exponer la posición del Tribunal de Cuentas en este aspecto vinculado con 
la Rendición de Cuentas. 


El Tribunal de Cuentas ha estudiado con mucha prudencia y cautela qué requeriría para hacer frente a sus 
cometidos y funciones durante el año 2012. Tenemos como antecedente el presupuesto presentado 
oportunamente que, prácticamente, fue recogido por el Ministerio de Economía y Finanzas y luego aceptado 
por las Cámaras, salvo en algún aspecto muy puntual como el incremento de sueldos de los funcionarios del 
Tribunal de Cuentas. Hemos tratado de cumplir y está en proceso de continuar la ejecución presupuestal que 
nos autorizaron en 2010 y para justificar esta nueva propuesta tenemos que aclarar lo que hemos hecho hasta 
ahora. 


Con respecto a las asignaciones presupuestales otorgadas, ya compramos el edificio con los recursos que nos 
atribuyeron para el año 2011. Para el año 2012 esperamos contar con los recursos ya aprobados a los efectos 
del reciclaje de la obra adquirida. 


Por otro lado, acordamos una partida específica para tecnología que estamos ejecutando. Posiblemente no 
estemos en condiciones ni pueda resultar conveniente ejecutarla en un 100% en este año 2011. Adquirimos el 
edificio y se va requerir mucha inversión en tecnología, pero no estamos en condiciones en este momento de 
presupuestarla. Estamos trabajando en coordinación con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas en lo 
que hace al diseño o al proyecto de reformulación del edificio y tendremos que determinar cuáles serán las 
necesidades tecnológicas informáticas del Tribunal de Cuentas. De todos modos, una parte sí se va a ejecutar 
este año. Vamos a tratar de no ejecutar aquella parte que pueda implicar, inclusive gastando el dinero, 
obsolescencia en la tecnología; queremos tecnología de última generación y no gastar innecesariamente algo 
que nos consta que no vamos a poder usar en tiempo y forma. 


Por otro lado, nos autorizaron presupuesto para crear determinados cargos y en este momento están en 
proceso llamados para técnicos y administrativos a los efectos de contar con la infraestructura humana 
necesaria -así como la edilicia y tecnológica- para cumplir con los cometidos y funciones del Tribunal de 
Cuentas, no solo los actuales sino los que estamos proyectando dentro de los objetivos estratégicos. 


Téngase presente -lo comentamos en su momento- que el Tribunal está muy interesado en que sus informes, 
sus dictámenes tengan un plus. No es el informe por el informe, no es el dictamen por el dictamen. 
Necesitamos -lo estamos haciendo- mejorar las relaciones con los ordenadores. Se ha dado una demanda por 
parte de muchos ordenadores, de empresas públicas, Administración Central y de algunos Gobiernos 
departamentales pidiendo una opinión al Tribunal o consultándolo acerca de cómo manejar ciertos aspectos 
que implican necesariamente su intervención. Creemos que ese acercamiento ha sido muy positivo, pero 


estimamos que necesitaremos una suerte de reciclaje acerca de los actuales cometidos constitucionales y 
legales. En ese sentido estamos trabajando a los efectos de aportar al Parlamento elementos o insumos 
necesarios para mejorar el control estatal sobre el funcionamiento del Estado y particularmente lo que tiene 
que ver con la administración y gestión de los recursos públicos que es, en definitiva, la competencia que nos 
da la Constitución de la República. 


Nos importa mucho trabajar además en la parte vinculada con la auditoría de gestión, cometido o función que 
no estamos desarrollando actualmente, pero estimamos que sería fundamental tener esa posibilidad porque 
efectivamente mejoraría el control y habilitaría al Parlamento a mejorar también su sistema de control sobre 
el Estado y a su vez para poder dictar leyes que sobre esta base puedan mejorar la situación de la propia 
Administración Pública. 


Estimamos que es muy importante mantener y coordinar vínculos con el Parlamento a los efectos de que los 
informes que llegan del Tribunal de Cuentas hacia la Asamblea General puedan ser considerados oportuna y 
adecuadamente. Todo esto en definitiva requiere, no solo un edificio o tecnología sino también recursos 
humanos altamente tecnificados, capacitados. En la medida en que nuestro cometido es básicamente el del 
control de legalidad, necesitamos tener elementos verdaderamente capacitados en el tema con objetividad, 
independencia, con toda neutralidad y razonabilidad. Esto nos lleva a que querramos mejorar nuestra plantilla 
técnica -que a su vez necesita de apoyo el Ministro- y también los sueldos de los funcionarios del Tribunal. 
Debe haber una relación adecuada entre los ingresos promedio de los organismos auditados y los ingresos 
promedio de los organismos de contralor como son los propios del Tribunal de Cuentas. Es por ello que nos 
permitimos hacer esta propuesta 


Esto a su vez nos lleva a que tengamos la necesidad de reestructurar el Tribunal de Cuentas; prácticamente 
tiene 77 años de vida y obviamente sus cometidos se han incrementado y es natural que permanentemente se 
recicle para adecuarse a nuevas demandas y realidades. Hay nuevas normativas que incrementan el trabajo 
del Tribunal y lo obligan a tener que intervenir, tanto por ejemplo en materia de asociación público-privada - 
todos los proyectos de participación público-privada-, como, por ejemplo, un proyecto que estamos 
analizando en este momento, que está incluido en la Rendición de Cuentas, que nos ha llegado la semana 
anterior y en el cual se está trabajando. Pero, ¿esto qué implica? Cometidos y funciones adicionales en temas 
muy delicados, temas que comprometen la hacienda pública y el relacionamiento con los empresarios 
particulares. Esto implica que insistamos mucho en el tema de la mejora de los sueldos de los funcionarios 
del Tribunal de Cuentas. 


Tomando en cuenta todos estos elementos elaboramos una propuesta basada en cuatro artículos. Nuestra 
intención, a través del primer artículo, como dijimos antes, es incrementar la masa crítica humana que 
necesita el Tribunal para poder desarrollar más y mejor sus actividades antiguas, nuevas y futuras. Nuestra 
propuesta es que nos incrementen una parte porcentual a los efectos de poder cubrir nuevas vacantes y tener 
personal administrativo de apoyo. 


En lo que tiene que ver con el segundo artículo, el año pasado habíamos propuesto que hubiera no solo un 
incremento absoluto sino también uno relativo basado en el compromiso de gestión. El Parlamento así lo 
autorizó y lo que estamos pidiendo en esta oportunidad es un incremento porcentual anual y progresivo 
vinculado con el compromiso de gestión. No es la retribución por la retribución misma sino que es la 
retribución en función de rendimientos, de resultados vinculados con el trabajo de la gente que es el capital 
más importante con el que cuenta el Tribunal. 


El tercer artículo tiene que ver con un incremento absoluto en los ingresos de los funcionarios, que no llega al 
5% de la masa salarial actual; entendemos que es una forma de incentivar el trabajo de nuestros funcionarios, 
altamente tecnificados y capacitados. Quiero aclarar que esa capacitación y esa necesidad de tener mejores 
conocimientos no solo alcanza a los técnicos sino también a los administrativos porque no se trata de 
cualquier administrativo: tienen que estar adecuadamente preparados para efectivamente ser el apoyo de las 
tareas de los técnicos. 


El último artículo tiene que ver con lo que comentábamos. Estamos en un proceso de análisis de la 
reestructuración del Tribunal de Cuentas. Para ello estimamos una cantidad muy específica, muy concreta, 
incluso acotada, a los efectos de poder encaminar en el año 2012 todo lo que tiene que ver con la reestructura 
el Tribunal. 


En definitiva: estimamos que es una propuesta mínima, muy acotada; consideramos que está adecuadamente 
fundada. Tiene que ver con un organismo con jerarquía institucional, con jerarquía constitucional y los 
cometidos que cumple en un Estado de derecho como el nuestro ameritan que el Tribunal de Cuentas 
consensuadamente haya considerado estos elementos para proponérselos al Parlamento. 


Me atrevería a hacer, más que un planteamiento, una consideración adicional. Habrán advertido que acá se 
está haciendo referencia a incrementos vinculados con los funcionarios y no con los Ministros del Tribunal. 
Por decisión parlamentaria los Ministros han quedado en una situación muy particular porque sus ingresos 
tenían como referencia los sueldos de los Ministros de Estado y han quedado totalmente desconectados. No 
logramos un consenso por parte de todos los Ministros para hacer este tipo de planteamiento formalmente en 
base a la disposición del artículo 220 de la Constitución de la República y es en ese sentido que estimamos 
que no era oportuno, que no era conveniente. De todas maneras, queremos plantear el tema. Así como se lo 
hemos planteado al Secretario de la Presidencia y al Ministro de Economía y Finanzas, queremos dejar 
asentado -es una decisión personal, surgida en este momento, no consultada con mis compañeros- que se 
tome en cuenta que en todos los países del mundo, inclusive en Uruguay, durante décadas los sueldos de los 
Ministros siempre estuvieron referenciados a autoridades superiores, a Ministros del Estado. Esto quedó 
totalmente desarticulado con la ley interpretativa. Creo que hay un momento y una oportunidad en los que el 
Parlamento deberá reconsiderar esta situación. No es un tema de pesos y centavos. 


Si los Ministros ganaran un peso, un peso tendrían que ganar los Ministros del Tribunal de Cuentas. Reitero 
que no es un problema de pesos y centavos, sino un tema de jerarquía institucional y de jerarquía 
constitucional. No hay país en el mundo al que hayamos consultado en el que no haya referencias de estas 
características. Simplemente comento. 


Recientemente tuve que ir a Buenos Aires por un evento al que fui especialmente invitado, que tenía que ver 
con entidades fiscalizadoras superiores, y en un rápido recuento nos encontramos con lo siguiente, que vale la 
pena informar. 


El sueldo de los Ministros del Tribunal de Cuentas de la República de Chile está referido al sueldo de los 
Ministros de Estado. En la República Argentina, los sueldos de los Ministros son los propios de los 
Diputados Nacionales Federales. En la República Federativa de Brasil, con respecto a los sueldos de los 
Ministros del Tribunal de Cuentas -es el más similar a nuestra estructura-, ¿qué les puedo decir? Sus sueldos 
están referenciados a los sueldos de los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de ese país, es decir, el 
Supremo Tribunal Federal, y el sueldo de sus integrantes, al día de hoy, es equivalente a US$ 18.000 
mensuales. 


No nos vamos a comparar, sino que hacemos una referencia personal estrictamente institucional. En este 
sentido el Tribunal de Cuentas sabe que esto depende, exclusivamente, del Parlamento. 


Muchas gracias. 
SEÑOR ABDALA.- Doy la bienvenida a los integrantes del Tribunal de Cuentas. 


El planteamiento que realiza el señor Presidente con relación al debate presupuestal, que después se prolongó 
y proyectó en una nueva instancia legislativa denominada ley interpretativa -que es otro aspecto que podría 
ser bien discutible-, sin ninguna duda abre un flaco absolutamente polémico con relación a ese punto. Debo 
decir, pero no por ser complaciente con la posición del Tribunal sino porque mi posición y la de mi Partido 
fue claramente dicha en el debate parlamentario correspondiente, que nosotros interpretamos esta situación 
desde el punto de vista político y jurídico específicamente, en los términos que ha mencionado el doctor 
Rippe. 


Además, la llamada ley interpretativa ni siquiera llega a desarticular las cosas. En algún sentido allí se 
establece cuáles son los casos que quedan incluidos en la equiparación de los Ministros con los Senadores de 
la República a efectos salariales, pero "a contrario sensu" podría interpretarse cuáles quedan excluidos. 


Pero el hecho es que en el caso del Tribunal de Cuentas, como también ocurrió con la Suprema Corte de 
Justicia -esto mismo dijimos delante de los Ministros de la Suprema Corte de Justicia-, hay normas especiales 
y específicas que no han sido derogadas y que desde mi punto de vista están plenamente vigentes. Por lo 
tanto, creo que no resultan abrogadas ni quedan sin efecto por imperio de esa ley interpretativa. 


Sin duda esto genera una dificultad institucional compleja, que sin duda desmerece -no sé si esa es o no la 
intención y quizá la intención original fue otra- la jerarquía institucional del Tribunal de Cuentas, que no solo 
la tiene sino que es la misma, por lo menos desde el punto de vista institucional, que la de este Poder del 
Estado que nosotros integramos y que la de los demás Poderes del Estado. Sin ninguna duda cumple una 
función intransferible y esencial en el sistema democrático y para la vida republicana del país. 


Desde ese punto de vista yo quería dejar esta constancia porque no es un tema cerrado en la medida en que 
tanta opacidad desde el punto de vista jurídico -reitero-, a mi juicio va a determinar que en el futuro este 
tema, inexorablemente, deba replantearse. 


Con respecto a la propuesta presupuestal quería hacer dos consultas y luego otras más sobre un tema general, 
mencionado por el señor Presidente del Tribunal de Cuentas. 


En el artículo 1” propuesto por el Tribunal de Cuentas se solicita una asignación presupuestal a efectos de 
atender la contratación de personal profesional y administrativo. En la Ley de Presupuestos -dicho sea de 
paso, así se valoró en esta misma Comisión; el Presupuesto Nacional contempló adecuadamente lo que en esa 
oportunidad el Tribunal de Cuentas había solicitado y no tenemos ningún empacho en recordarlo- habíamos 
aprobado una disposición que establecía un crédito presupuestal para contratar a cuarenta técnicos 
profesionales. 


Me pregunto si esto es complementario de eso -deduzco que sí-, si eventualmente está referido a un refuerzo 
de la misma función o si está previsto para alguna función alternativa que no se previó con anterioridad. 


Con respecto al artículo 3%, con elocuencia el señor Presidente del Tribunal de Cuentas ha dicho que el 
Tribunal entiende necesario incrementar los niveles salariales de sus funcionarios por las razones que se 
mencionaron y que seguramente todos compartiremos. 


Quisiera saber si el Tribunal ha hecho un estudio comparativo -supongo que lo tiene- respecto a cuál es la 
verdadera situación de los sueldos de los funcionarios del Tribunal de Cuentas con relación a los demás 
organismos públicos. Lo dijo muy bien el Presidente: "Quienes auditan no pueden ganar menos que quienes 
son auditados". Está bien, pero sin perjuicio de esa afirmación general, debo decir que COFE maneja con 
mucha elocuencia un ranking de salarios, que no sé si es el mismo que maneja el Tribunal de Cuentas. Desde 
ese punto de vista, me interesaría saber si estamos hablando de sueldos que están a mitad de tabla, o si están 
tan sumergidos que tenemos que comenzar a mirar de abajo hacia arriba para poder encontrarlos. 


La última pregunta, de carácter general -aspecto mencionado por el Presidente del Tribunal de Cuentas-, tiene 
que ver con ese anteproyecto de ley. Me consta que el Tribunal está trabajando en él porque en alguna 
anterior instancia parlamentaria en la Comisión de Hacienda se mencionó cuando consideramos el proyecto 
de ley de asociación público-privada. Me refiero a la extensión o regulación legal que prevé el artículo 211 de 
la Constitución de la República sobre las competencias y facultades del Tribunal de Cuentas respecto al 
contralor de toda la actividad financiera del Estado. Quisiera saber en qué etapa se encuentra. 


Pregunto esto porque ha sido materia recurrente, inclusive, en el análisis presupuestal de esta Rendición de 
Cuentas, en función del crecimiento cada vez más vertiginoso de la participación del Estado bajo el Derecho 
Privado. Con el doctor Rippe hemos compartido que eso representa la huida del Derecho Administrativo, y 
como todos los sectores hemos sido contestes en cuanto a que algo tenemos que hacer y como más temprano 
que tarde sobre eso hay que legislar, sin duda el Tribunal de Cuentas, por lo que representa institucionalmente 
pero inclusive -digámoslo claramente- por los antecedentes de quien lo Preside, que además es un experto en 
esta materia, resultará de indudable importancia contar con insumos en esa dirección. 


Entonces, más allá de que me consta que no es una 


SEÑOR RIPPE.- Voy a seguir la misma metodología que el señor Diputado: comenzaré con la última 
pregunta. 


En ese sentido, quiero decir que, efectivamente, integramos un grupo de trabajo formado por los tres 
Ministros que somos abogados dentro del Tribunal, los doctores Ezcurra, Grecco y quien habla, el Director 
de División Jurídica, doctor Fonseca, y el Director de la División Auditoría, contador Zooby, y nos venimos 


reuniendo semanalmente para tratar este tema, aunque no puedo afirmar dentro de qué plazo estaremos en 
condiciones de presentar una propuesta al Parlamento. Asumo la responsabilidad del caso. 


Asimismo, debe tenerse presente que ahora nos ingresó el tema del nuevo procedimiento de compras, que 
además de alterar -obviamente- el TOCAF, altera nuestros propios cometidos y funciones. Nos han pedido un 
informe por escrito y tenemos que hacer un paréntesis para presentar a la mayor brevedad la opinión formal 
del Tribunal en esta materia. 


Con respecto a la primera pregunta, debo decir que sí, que es un adicional. Estimamos que puede no ser 
suficiente lo que hemos solicitado oportunamente. Como es obvio, lo que estamos pidiendo ahora es una 
proyección para 2012. 


Con relación a la segunda pregunta, cabe señalar que en este momento no tengo en mi poder la tabla 
promedial de ingresos de la Administración Pública. Deberíamos tener tres tablas: Administración Central, 
Empresas Públicas, Gobiernos Departamentales. De todas maneras, nos podemos comprometer a estudiar el 
tema y proporcionar esa información, a los efectos de determinar los promedios. Como les comenté, los 
promedios del Tribunal no pueden ser inferiores a los de los auditados. Si estamos equivocados o no, lo 
sabremos, y ese es un insumo que les vamos a proporcionar. 


(Diálogos) 

SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión invita a las autoridades del Tribunal de Cuentas a concurrir 
nuevamente el jueves 4 a las 14 horas, a efectos de volcar la impresión solicitada sobre la reforma que está en 
proceso del Capítulo 1, Compras Estatales. 


SEÑOR RIPPE.- Aquí estaremos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece a las autoridades del Tribunal de Cuentas su concurrencia en 
el día de hoy. 


(Se retiran de Sala las autoridades del Tribunal de Cuentas). 


(Ingresan a Sala las autoridades de la Junta de Transparencia y Ética Pública) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda da la bienvenida a la delegación de la Junta 
de Transparencia y Ética Pública, integrada por su Presidente, doctor José Pedro Montero Traibel; por su 
Vicepresidente, doctor Luis Alberto Yarzábal Terra; y por el Vocal, doctor Carlos Soares De Lima. En el 
marco del trabajo de la Comisión recibimos a esta delegación a fin de escuchar el planteo que desean hacer 
con respecto al artículo 49 del proyecto de ley de Rendición de Cuentas que tenemos a estudio. 


Tiene la palabra el doctor Montero Traibel. 


SEÑOR MONTERO TRAIBEL.- El motivo que nos trae a conversar con ustedes es lo que establece el 
artículo 49 del proyecto de ley de Rendición de Cuentas, por el que se modifica el artículo 476 de la Ley 
N*17.296. 


La Junta de Transparencia y Ética Pública fue creada en el año 1998. En este momento, cuenta con una muy 
reducida cantidad de personal: solamente cuatro funcionarios presupuestados y seis que trabajan en la 
modalidad de pases en comisión. Con estos funcionarios tenemos que hacer frente a todas las obligaciones y 
cometidos que establece la Ley N*17.060. 


Como decía, pedimos audiencia con esta Comisión en virtud de la modificación que establece el artículo 49 y 
los nuevos cometidos que se otorgan a la Junta de Transparencia y Ética Pública. En el último inciso del 
artículo 49 se establece que cuando las Unidades Ejecutoras reiteren gastos que ya fueron observados, 
configurando esa actitud un incumplimiento en reiteración, esos casos serán derivados a Junta de 
Transparencia para que los analice -como actualmente lo hace, como asesora de la Justicia y de la 
Administración Pública, en los casos de corrupción y, sobre todo, en los delitos contra la Administración 
Pública y contra la hacienda previstos en el Código Penal- y además se nos conceden las más amplias 
facultades de auditoría e investigación como auxiliar pericial del órgano legislativo, con autonomía técnica. 


Esto implica que nosotros pasaríamos a cumplir una nueva función, que es la de investigar. En este momento, 
la Junta de Transparencia no puede investigar; simplemente, actúa como un asesor de la Justicia, como lo 
prevé el Código de Procedimiento. De aprobarse el artículo 49, la Junta se vería abocada a auditar e 
investigar todos aquellos problemas que se prevén en sus literales a), b) y c), pero lo cierto es que no 
contamos con el personal para hacerlo. Estamos totalmente de acuerdo con el espíritu de esta norma en 
cuanto a la necesidad de mayor transparencia, sobre todo en lo que tiene que ver con las publicaciones en la 
página web del Tribunal de Cuentas y con la importancia que deben tener las observaciones del Tribunal de 
Cuentas que hoy, como todos sabemos, prácticamente quedan en saco roto. 


Carecemos de personal idóneo para cumplir con estas nuevas tareas que se nos encomiendan. Además, 
carecemos de medios para contratar técnicos que puedan asesorarnos en estas materias que refieren a 
situaciones totalmente ajenas a lo que hemos hecho hasta ahora en la Junta. Se trata de casos en los que hay 
problemas con las licitaciones, hay recursos, se incurre en una serie de gastos, en fin, problemáticas que están 
vinculadas con el TOCAF. 


De manera que estamos acá para adelantarles que de aprobarse este artículo tal cual está nos veríamos 
imposibilitados de cumplir con las nuevas funciones que se nos otorgan, si no se nos destina más personal o 
más recursos. Por otra parte, si contáramos con medios para contratar personal técnico, idóneo en la materia, 
en realidad, estos son pocos; en general, son especialistas en Derecho Administrativo. Pero, normalmente, 
esos especialistas están cumpliendo funciones de asesores de las empresas reclamantes, lo cual nos dejaría a 
nosotros sin medios técnicos que pudieran asesorarnos. Por eso entendemos que sería necesario dotar a la 
Junta de funcionarios especializados permanentes. 


No se trata de que no queramos cumplir con estos cometidos; por supuesto que sí queremos hacerlo. Estamos 
convencidos de que este es uno de los medios para ir buscando mayor transparencia en la Administración 
Pública, pero también debemos decirles que no tenemos los medios necesarios para dar cumplimiento a las 
funciones que se establecen, como lo hizo la Junta anterior y tratamos de seguir haciéndolo nosotros, con el 
escaso personal y los pocos medios que tenemos. 


Este es el planteo que queríamos hacerles. Habíamos pensado invitar a los Presidentes de las Comisiones de 
Presupuestos y de Hacienda a la Junta de Transparencia, para que pudieran ver los medios con que contamos, 
porque muchas veces hay cierto divorcio entre lo que establece la ley y los medios materiales con que se 
cuenta para dar cumplimiento a esa ley. Antes de que esto ocurra, quisimos venir a informarles cuál es la 
situación, a poner nuestros problemas arriba de la mesa, a efectos de ver qué solución encontramos entre 
nosotros y el Parlamento. 


SEÑOR IBARRA.- Me pareció absolutamente clara la exposición del doctor José Pedro Montero con 
referencia a la inclusión de las responsabilidades que se otorgan a la Junta de Transparencia y Ética Pública 
en el penúltimo inciso del artículo 49 de esta Rendición de Cuentas, teniendo en cuenta, además, el poco 
personal con que cuenta para desenvolverse. Se trata de una responsabilidad muy importante. Creo que una 
de las satisfacciones que tiene Uruguay -y, fundamentalmente, su sistema político- es que la corrupción, si 
bien existirá en algún rinconcito de la Administración, es poca comparándola con lo que sucede en otros 
países, inclusive de América Latina, por lo que nos podemos sentir orgullosos. 


Por lo tanto, me parece totalmente acertado el planteamiento en cuanto a la necesidad de otorgar recursos y 
personal en caso de que se concrete esta nueva responsabilidad que se da a la Junta de Transparencia y Ética 
Pública. En ese sentido conversaremos con representantes del Poder Ejecutivo. No obstante ello, a fin de 
contar con antecedentes, quiero saber si se ha hablado con el Poder Ejecutivo sobre este penúltimo inciso del 
artículo 49, en especial con la Secretaría de la Presidencia que, de alguna manera, conjuntamente con la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto ha manejado esta modificación o esta especie de proyecto dentro de 
la Rendición de Cuentas referido a compras del Estado. Esa información nos permitirá dialogar con los 
responsables de esta Rendición de Cuentas y ver qué podemos hacer. 


Está claro que por la vía estrictamente parlamentaria el legislador no cuenta con recursos. Lo único que 
puede hacer es alguna transposición de partidas de un artículo a otro o de algún Inciso a otro, pero estamos 
bastante limitados. Por lo tanto, los autores de estos más de cincuenta artículos que responden directamente al 
Poder Ejecutivo tienen un papel muy importante para cumplir. 


SEÑOR YARZÁBAL.- Nuestra respuesta al planteo que hace el señor Diputado es positiva. Hemos 
mantenido dos reuniones de trabajo con el señor Ministro de Educación y Cultura, en cuyo ámbito está 
radicada la Junta como Unidad Ejecutora, y con el Secretario de la Presidencia de la República. Yo diría que 
hemos planteado todos los aspectos que expuso anteriormente el doctor Montero y, además, otro que tiene 
relevancia para el cumplimiento de las funciones de la Junta, que es su ubicación institucional. Desde el 
punto de vista de las necesidades presupuestales, afortunadamente no serían muchas. 


Concretamente, estamos planteando la necesidad de cuatro funcionarios profesionales, tanto en el ámbito 
jurídico como contable y financiero, a los efectos de apoyar en la realización de los dictámenes, las 
investigaciones y las auditorías del caso, y de un refuerzo a una partida que el Parlamento aprobó en la ley 
presupuestal del orden del $ 1:000.000 anuales, a los efectos de proceder a las contrataciones de los 
profesionales que pudieran actuar como asesores. Se trata de un refuerzo que duplicaría esa partida, 
llevándola a $ 2:000.000 anuales. Las dos cifras están en conocimiento tanto del Ministro como del 
Secretario de la Presidencia. Ellos han manifestado su disposición a contribuir para que ese déficit pudiera 
corregirse. Inclusive, estuvieron de acuerdo con una propuesta que traemos a la Comisión que tiene que ver 
con que esta estudie la posibilidad de agregar un último inciso al artículo 49 que diga que el Poder Ejecutivo 
deberá otorgar a la Junta de Transparencia y Ética Pública los recursos humanos, materiales y financieros 
necesarios para el cabal cumplimiento de este cometido. Esto es, el que se le asigna por el artículo 49. 
Reitero: tanto el Ministro como el Secretario de la Presidencia estarían de acuerdo con este agregado al 
articulado. 


El otro aspecto que también discutimos y que recibió atención prioritaria por parte de ambos es la ubicación 
institucional de la Junta. Hasta ahora la Junta viene desempeñando las funciones de un órgano superior de 
control del Estado, que tiene que realizar tareas de peritaje técnico en apoyo y a demanda al Poder Judicial. 
Ahora, a través de este artículo, se le agregan actividades de investigación que, como señalaba el doctor 
Montero, antes no estaban incluidas entre las posibilidades de la Junta. Además, se agregan actividades de 
auditoría a cualquier funcionario del Estado, particularmente a los de más alto rango. Esa institución que 
tiene esas funciones está dependiendo de funcionarios situados en el ámbito ministerial con un rango 
intermedio que a veces interfieren con decisiones políticas generales en el ámbito de trabajo en el que actúan 
con las funciones principales de la Junta. De manera que otra cosa que queríamos poner a consideración de 
los legisladores y del Poder Ejecutivo es la posibilidad de aprovechar la ocasión para estudiar una ubicación 
funcional institucional de la Junta que le permita cumplir con sus funciones de órgano de control, y que no 
deje a funcionarios que eventualmente están siendo investigados en un rango jerárquico superior a la propia 
Junta. 


SEÑOR GANDINI - Precisamente, es a este tema al que quería referirme. 


El artículo 49 trae dos modificaciones al artículo 476 de la ley del año 2001. La primera refiere a los 
contenidos de la declaratoria de urgencia o de la carátula de urgente consideración que pone el Tribunal de 
Cuentas. Esto ya existe; está vigente y está establecido para unos motivos. Aquí se modifican esos motivos. 
Todos los motivos se vinculan a montos, no a situaciones. Este es un tema que tendremos que analizar. La 
otra novedad refiere a los últimos dos incisos. En esto tengo una observación que nos lleva a discutir el fondo 
de la tarea de la Junta de Transparencia y Ética Pública, porque aquí pasa a tener facultades de auditoría y de 
investigación que antes no tenía, y a sustituir un rol del Tribunal de Cuentas. 


El Tribunal de Cuentas es un órgano de contralor que nace como una oficina de cuentas dependiente del 
Poder Legislativo y adquiere en un momento una institucionalidad independiente que le permite controlar a 
todo el Estado. No depende del Poder Ejecutivo. Tiene una función precisamente detallada en la Constitución 
de la República y en la ley que le da la posibilidad de auditar y emitir juicio sobre todos los ordenadores de 
gasto del Estado, cualquiera sea su régimen y su nivel, y lo hace sobre Directorios de Entes Autónomos, 
resoluciones Ministeriales, Presidenciales o sobre el propio Presupuesto que tenemos a consideración. Esa es 
su función. Además, asesora al Poder Legislativo en la materia. 


Aquí se estaría dando a la Junta un rango de asesor del Poder Legislativo -porque así lo dice-, actuaría como 
auxiliar pericial del órgano legislativo, tendría que actuar con esa función sobre el Poder Ejecutivo, del que 
depende, y, eventualmente, sobre los jerarcas del Poder Ejecutivo, porque muchas de estas resoluciones están 
firmadas por los Ministros. Me parece que eso introduce un elemento que nos lleva a discutir en profundidad 
cuál es la tarea de la Junta y si está dotada de los recursos materiales, técnicos y jurídicos para poder cumplir 


esa función. Me parece que aquí se resolvió de esa manera. ¿Quién, además del Tribunal de Cuentas, puede 
ser alzada cuando este organismo encuentra irregularidades en una adjudicación de un contrato de una 
concesión o de compras, que es lo que se detalla en el otro literal? La Junta de Transparencia y de Ética 
Pública. Y ahí lo pusieron. Sin embargo me parece que la ubicación de la Junta, su diseño institucional, los 
roles y atribuciones que tiene legalmente establecidos y su vinculación con el Parlamento para ser órgano 
pericial de este, pero con dependencia funcional del Poder Ejecutivo, introduce elementos muy complejos 
que deberíamos detenernos a analizar mirando ya no este artículo sino a la Junta, es decir, qué esperamos del 
rol que esta debe cumplir como órgano de contralor. Hoy tiene un rol muy acotado. Tiene que hacer que los 
sujetos obligados por la ley entreguen sus declaraciones juradas de ingresos y patrimonios y, eventualmente, 
será auxiliar de la Justicia o, cuando se le requiera, presentará o dará a conocer esos elementos. Creo que esa 
es la función y la lleva adelante con el personal que tiene. Ahora bien, atribuirle funciones de auditoría e 
investigación por encima de las que tiene el Tribunal que está especializado en la materia, ser auxiliar de este 
Poder del Estado y, eventualmente, acudir a la Justicia y determinar y discernir si el elemento que investigó 
puede constituir delito y transformarse en un denunciante -porque en los hechos es eso-, me parece que 
desnaturaliza el origen con el que se creó, y habría que discutir el fondo del asunto. 


Me parece que este es un artículo que excede la consideración de nuestros visitantes, que requiere 
discusiones y decisiones de tipo político más allá del articulado sobre compras. 


Quería dejar esta constancia e, inclusive, apoyar lo que se ha dicho, pero llevándolo a un análisis más 
político. 


SEÑOR ABDALA.- Desde otro ángulo del análisis, quisiera aprovechar la presencia de la Junta para hacer 
una consulta que sin duda esta en el fondo del tema que estamos discutiendo, que tiene que ver precisamente 
con la sustancia más que con lo instrumental. Esto se vincula con una modificación de los límites 
actualmente existentes en lo que tiene que ver con la compra directa y con la licitación abreviada. 


Me gustaría saber si la Junta, como órgano asesor -no quiero generar ningún compromiso a nadie-, ha 
evaluado y tiene opinión sobre la conveniencia -la Comisión lo está analizando- de flexibilizar en algún 
sentido los límites actualmente existentes en el sistema de compras. Creo que la Junta podría aportarnos una 
visión al respecto, que no tendríamos que seguir a pie juntillas pero que deberíamos tener muy en cuenta por 
su propia naturaleza, por ser un órgano asesor en todas estas materias. 


SEÑOR MONTERO TRAIBEL.- Lo que analizó la Junta de Transparencia y Ética Pública como órgano 
jerarquizado -como bien decía el doctor Yarzábal- dentro del Ministerio fue cómo iba a hacer para cumplir 
con este artículo si resulta aprobado. No entramos a analizar los aspectos de fondo, como acaba de hacer el 
señor Diputado Gandini. No entramos al fondo del asunto. Simplemente, hemos venido aquí a realizar 
nuestras exposiciones. 


SEÑOR IBARRA.- Solicito a la delegación, si es posible, que nos dejen el texto del aditivo que se incluiría 
como último inciso del artículo 49. 


SEÑOR SOARES DE LIMA.- Voy a precisar algunas observaciones que se realizaron. 


Precisamente, queremos poner en claro lo que expresaron los doctores Montero Traibel y Yarzábal en cuanto 
a lo que hemos considerado internamente en la Junta. Hemos acudido en términos de respuesta a este artículo 
tal cual está redactado, con la inquietud de la ampliación de las posibilidades y recursos. Pero esto también 
nos vincula con el fondo del tema, con los cometidos y competencias de la JUNTEP. Les recordamos que está 
a consideración del Parlamento un anteproyecto de ley, más precisamente en la Comisión de Constitución y 
Legislación del Senado. Allí se podrían introducir ciertos ajustes, en los que inclusive no hemos reparado, 
como es el caso de este proyectado artículo 49 de la Rendición de Cuentas. Se trató lo referido a otra materia, 
que es la investigación de las declaraciones juradas por eventuales consecuencias para comunicar a la 
Justicia, en actuación de oficio. Eso está en ese anteproyecto de ley. La Junta discutió mucho sobre el alcance 
de esas potestades de investigación. En mi caso particular -no quiero comprometer la opinión de los demás 
integrantes de JUNTEP-, me ido inclinando a lo largo del tiempo a que es preferible dejar las funciones que 
pertenecen a otros órganos y Poderes, y no duplicar servicios del Estado. En lo atinente al Poder Judicial, por 
ejemplo, pienso que la Junta no debe intervenir con potestades de investigación, como para el caso de las 
declaraciones juradas de bienes e ingresos, donde cabría la posibilidad de requerir documentación a los 
registros públicos, conseguir datos de cuentas bancarias, saldos o nombres de los titulares, y si requiere o no 


autorización del Juez para ello. De acuerdo con nuestras actuales potestades, cometidos y competencias, 
entendimos que era mucho más coherente tratar de precisarlo de acuerdo con el análisis objetivo de las 
declaraciones de bienes e ingresos presentadas a la Junta. Luego de realizar su cotejo pueden surgir 
elementos que permitan transferirlos a la Justicia, sin realizar otro tipo de investigación. 


Personalmente me fui inclinando por el hecho de que cuantas menos potestades de investigación tenga la 
Junta, es mejor. Así como tiene distintas funciones de naturaleza jurisdiccional del Estado, sobre todo 
actuando como perito auxiliar de la Justicia, o en un carácter similar con la Administración, también podría 
ser el caso aquí de hacerlo estrictamente en su carácter de pericia judicial, si es requerido por la Presidencia 
de la Asamblea General o de la correspondiente Junta Departamental. Esto lo dejo a consideración de los 
señores Diputados. Nos interesa mucho, sobre todo en esta oportunidad en que está a consideración del 
Parlamento un proyecto de ajuste de la Ley N” 17.060, que da la posibilidad de tratar estos puntos que están 
enraizados con el problema -como expresaba el doctor Yarzábal- de la reinserción institucional de la Junta. 
Esto parece ser lo más aconsejable cuanto mayor sea esa autonomía, en la medida en que tenga que intervenir 
como perito judicial analizando las actitudes y conductas referidas a funcionarios de los demás Poderes del 
Estado. 


SEÑOR IBARRA.- De acuerdo a lo expresado en Sala sobre las facultades y competencias de la Junta de 
Trasparencia y Ética Pública, propongo que se remita la versión taquigráfica de este tema a la Comisión de 
Constitución y Legislación del Senado, más allá de los contactos partidarios que cada uno pueda realizar con 
sus integrantes. Si prospera lo planteado para el penúltimo inciso del artículo 49, sería bueno que los señores 
Senadores tuvieran en cuenta lo expresado en esta Comisión para que lo pudieran analizar e incorporar 
algunos de los conceptos aquí expuestos. 


SEÑOR GANDINI.- Si este tema ha sido suficientemente discutido, quisiera realizar una pregunta sobre otro 
tema. 


SEÑOR ASTI.- Propongo que la versión taquigráfica sea remitida también a la Presidencia de la República y 
al Ministerio de Educación y Cultura. 


SEÑOR GANDINLI.- En ocasión de la comparecencia de la Presidencia de la República hablamos sobre 
algunos temas vinculados a la nueva institucionalidad estatal. Asimismo, en la Comisión Especial con Fines 
Legislativos vinculados al Lavado de Activos y Crimen Organizado conversamos con las autoridades de la 
JUNTEP respecto a los sujetos obligados y a las nuevas formas de organización pública o estatal. 


Luego de un intercambio de ideas que tuvimos con Presidencia se me planteó una interrogante que movió 
mis conocimientos. Mi pregunta concreta es: ¿hasta dónde llegan los sujetos obligados hoy por ley? Está 
claro, porque está detallado en la ley, que están obligados todos aquellos funcionarios públicos de 
determinada jerarquía, cargos políticos, cargos de particular confianza y jerarcas de organismos públicos que 
tienen responsabilidades en el manejo de recursos públicos. Sin embargo, ¿están obligados los titulares de las 
personas públicas no estatales, jerarcas de instituciones o entidades que desarrollan similares funciones a las 
que otras personas realizan en el Estado como, por ejemplo, manejar recursos, hacer compras, etcétera? Más 
allá de eso, aquellos que son titulares, por ejemplo, Directores, o personal de jerarquía de las sociedades 
anónimas propiedad de organismos públicos, empresas públicas, personas de derecho público no estatal o 
sociedades anónimas que, a su vez, son propiedad de algún organismo estatal o público, ¿están obligados? Lo 
voy a decir de otra manera: los Gerentes de compras de empresas como ALUR, DUCSA, o del Fondo de 
Solidaridad, del LATU o de las Cajas paraestatales -todas personas de derecho público no estatal o 
sociedades anónimas- ¿están obligados a hacer la misma declaración de ingresos y de patrimonio que el 
Director de la empresa pública propietaria de esa empresa privada? Creo que este es el rol que hoy tiene la 
JUNTEP, si bien su alcance está limitado. Me parece que administramos muchos recursos de la gente, y que 
sobre algunos hay ciertos controles y sobre otros no. Me gustaría conocer con precisión el alcance que existe. 
En la conversación con Presidencia de la República me pareció se nos dijo que tienen las mismas 
obligaciones, y yo tenía otra idea. 


SEÑOR MONTERO TRAIBEL.- Como ya lo manifestamos cuando estuvimos en la Comisión Especial con 
Fines Legislativos vinculados al Lavado de Activos y Crimen Organizado, en este momento la Junta de 
Transparencia está aplicando lo que establecen los artículos 10 y 11 de la ley en cuanto a la obligación de la 
presentación de las declaraciones juradas. Como siempre, la realidad es más rápida que la legislación, y se 
han plantado una serie de situaciones en cuanto a las responsabilidades de esas personas. Todavía no 


podemos dar una respuesta porque aún estamos analizando la situación de las personas que no están 
claramente establecidas en los artículos 10 y 11 de la Ley N* 17.060 para determinar si está obligados o no a 
presentar declaraciones juradas. Para ello se debe calificar las actividades que desarrollan esas personas. 
Estos artículos establecen responsabilidades, algunas por el cargo que ocupan y otras por las funciones que 
cumplen. El caso que plantea el señor Diputado refiere a la función que cumple, que es la que nos plantea 
dudas sobre si están comprendidas dentro de la actual legislación. El proyecto de ley que está a estudio de la 
Comisión de Constitución y Legislación del Senado prevé algunas modificaciones. Nosotros pensamos que 
es necesario instrumentar legalmente la obligación de la declaración jurada cuando se manejan esas sumas de 
dinero a las que se hacía referencia. Es necesario un control de la declaración jurada de las personas 
involucradas. 


Para resumir: en la actualidad no tenemos totalmente claro el panorama. Ustedes conocen mejor que nosotros 
la arquitectura que se ha hecho con estas sociedades y, por lo tanto, tenemos que calificarlas para poder 
ubicarlas dentro de los casilleros previstos por la norma legal. Tampoco queremos salir a reclamar 
declaraciones juradas si no corresponde su presentación. Por eso estamos analizándolo y vamos a realizar las 
consultas a los especialistas para que nos informen a la brevedad y así enviar las notas correspondientes. Se 
están recibiendo declaraciones juradas de algunas de las personas públicas que se han creado y también de 
organismos que trabajan en el exterior representando a personas públicas radicadas en Uruguay, pero por lo 
menos debemos tener una base doctrinaria que pueda avalar nuestro proceder. Nosotros también pensamos 
que en muchas de esas situaciones tendría que existir la obligación, pero creemos que no tenemos ley que nos 
ampare para exigirla. 


SEÑOR SOARES DE LIMA.- Precisamente, yo tuve la oportunidad de participar en la elaboración de la 
norma cuando se iniciaba todo este proceso de gestación de empresas vinculadas a los organismos públicos. 
Esto está recogido en el literal f) del artículo 11 de la Ley N“ 17.060 en la redacción dada por la ley de 
Rendición de Cuentas que entró en vigencia en enero de 2009. En aquel momento, se manejó la hipótesis de 
requerir a los directores de esas empresas privadas las declaraciones juradas de bienes e ingresos pertinentes 
cuando había participación privada y la mayoría pertenecía al sector derivado del organismo público pese a 
tener forma privada. Esto se requería a la totalidad de los integrantes del Directorio provinieran de organismo 
público o de la actividad privada, si se integraban al directorio con determinado porcentaje o paquete 
accionario. En aquellos casos en que el Estado era minoría -es decir que participaba en empresas privadas 
con mayoría de empresas privadas no pertenecientes ni derivadas de los organismos públicos- se entendía 
que solo les correspondía presentar declaración jurada de bienes e ingresos a sus representantes. 


De todos modos, el derecho evoluciona, no puede quedarse congelado y la experiencia fue trayendo cantidad 
de situaciones. La realidad, como todos sabemos, siempre es más compleja que la teoría, así que se nos 
fueron presentando diferentes situaciones, ante las cuales hubo que tratar de afinar la interpretación estricta 
de este artículo 11 en su actual redacción. De allí surge que no solo hay determinados cargos o funciones en 
los que se requiere la declaración jurada de bienes e ingresos sino también determinadas funciones que 
pueden ser hasta de carácter transitorio, como la de ordenador de gastos y de pagos, en las que muchas veces 
cesa la función pero no el funcionario. En ese caso, hay que presentar una declaración de cese de la función 
de ordenador de gastos y de pagos, lo cual nos genera ciertas complicaciones paralelas. Pero como, reitero, la 
realidad es más compleja que la teoría, empezó a aparecer esta situación. En los casos análogos en empresas 
privadas derivadas de los organismos públicos donde es mayoría el Estado, ¿tenemos que requerir 
declaraciones juradas a los ordenadores de gastos y de pagos? 


Hemos llegado a la conclusión de que eso tiene que preverlo expresamente el artículo 11, que en su literal f) - 
que es donde incluye el criterio relativo a las empresas privadas- establece, si no recuerdo mal: cuando 
tengan el rango de presidentes, directores o directores generales. Parece ser razonable que en una empresa 
privada, cualquiera sea su actividad y su materia, la persona que desarrolle la función de ordenador de gastos 
y de pagos debe revestir una categoría jerárquica; no va a ser un funcionario de tercera categoría. Por eso 
hemos pensado que, por ahora, si están comprendidos en esta categoría que el literal f) del artículo 11 en la 
actual redacción de la Ley N* 17.060 establece para esos casos de empresas privadas, naturalmente tiene que 
requerirse. 


Hay una serie de empresas de derecho privado derivadas del Banco República; en algunas es mayoría el 
organismo público y en otras, no. Ahora venimos llegando a las empresas en que no es mayoría y hay que 
requerirle estrictamente a sus directores, ya no a quien cumpla determinadas funciones. En lo demás 


queremos determinar exactamente el alcance de la ley cuando haya un vacío que amerite un ajuste de la 
redacción. 


Es muy importante que estemos con la Comisión que tiene a su cargo la redacción de este nuevo artículo 49 
de la Rendición de Cuentas, a los efectos de volcar las conclusiones a que arribe la Junta, porque estamos en 
una materia en la que tenemos que hacer el debido equilibrio para no caer en la responsabilidad del Estado. 
No podemos requerir a quien no corresponde la declaración jurada, aunque hay una disposición que establece 
que cualquier funcionario puede hacerla voluntariamente. Pero nosotros no podemos imponer esa 
presentación de declaración jurada cuando el marco normativo no lo establece estrictamente. 


Creo que el primer paso para cooperar con toda esta tarea que está realizando la Comisión de Presupuestos 
integrada con la de Hacienda es determinar esos casos con los especialistas en la materia y tratar de hacer 
llegar este conocimiento, para ver si hay que realizar una nueva redacción en aquellos casos que amerite 
requerir la presentación de declaración jurada de bienes e ingresos y la actual redacción no es fértil como 
para alcanzarlos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación. 


(Se retiran de Sala las autoridades de la Junta de Transparencia y Ética Pública) 


La Comisión pasa a considerar el Inciso 27 "Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay”. 


Damos la bienvenida a la delegación integrada por el Presidente, doctor Javier Salsamendi; por los 
Directores, asistente social Dardo Rodríguez y psicólogo Jorge Ferrando; por el Gerente General de SEMEJI, 
psicólogo Rolando Arbesun, y por el Director de Planeamiento y Presupuesto, contador Walter Cairo. 


El Mensaje de proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo tiene dos artículos, 243 y 244, referidos a este 
tema, mientras que el remitido por el organismo contiene tres artículos en el Anexo XXI!6 al Repartido 
N? 604. 


SEÑOR SALSAMENDI.- En función de que el Mensaje fue enviado en su momento al Parlamento y que, 
por ende, todos los señores legisladores lo tienen en su poder, vamos a hacer una presentación muy breve de 
los aspectos vinculados a la institución y a lo que hemos hechos. Luego, nos vamos a centrar 
fundamentalmente en el articulado y a responder preguntas de los señores legisladores que nos permitirán 
aclarar aspectos contenidos en los artículos que oportunamente enviáramos. 


Recientemente, el INAU cumplió setenta y siete años de vida. Tiene la particularidad de que de todos los 
cometidos del Estado, una partecita la tiene el INAU. Cuando uno integra el Directorio del INAU, tiene que 
tratar con prácticamente todos los temas relacionados con el Estado: relaciones internacionales -dado que 
permanentemente estamos con cuestiones vinculadas con adolescentes uruguayos o extranjeros que deben 
resolver situaciones en nuestro país o en otros países-, seguridad, educación, salud, temática laboral. En fin, 
podría repasar prácticamente todos los organismos del Estado y, en alguna parte, el INAU tiene alguna 
competencia en ello; en otras partes, tiene competencias que le son exclusivas. 


Parte del trabajo que hemos llevado adelante en todo este tiempo consiste en intentar generar un nivel de 
mejor coordinación y relacionamiento con los demás organismos del Estado, a efectos de los cumplimientos 
de los cometidos que la normativa de fuente nacional e internacional, en general, asignan al Instituto. 


Voy a ceder la palabra al Director Ferrando quien hará una exposición sobre la población atendida y la 
cobertura, y luego nos centraremos en el articulado presentado a este Parlamento que, excepto en un artículo, 
coincide exactamente con el Mensaje que enviara oportunamente el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR FERRANDO..- Muy buenas tardes. 


Como saben los señores Diputados, el 2010 fue en cierto modo un año de transición para el INAU en la 
medida en que el 30 de junio fue la fecha de asunción del nuevo Directorio. Por lo tanto, buena parte del 
proceso de trabajo durante el segundo semestre fue definir las grandes prioridades que están presentes en el 
Plan Quinquenal y que se agrupan en tres grandes capítulos: todo lo relacionado con adolescentes en 


conflicto con la ley, lo vinculado a la expansión en primera infancia y lo que tiene que ver con la atención de 
niños, niñas y adolescentes con distintas situaciones de crisis a nivel de las familias. 


De manera que, en lo que hace a la Rendición de Cuentas de 2010, no hay grandes cambios sobre la forma en 
que se venía trabajando. La ejecución presupuestal de 2010 se mantuvo en niveles bastante altos: fue del 
98,69% del Presupuesto. La población atendida hacia fines de 2010 era cercana a los sesenta y nueve mil 
niños, niñas y adolescentes y un hecho que nos parece relevante destacar, es que a junio de 2011, a través de 
la apertura de quince nuevos centros CAIF, de dos clubes de niños y de la expansión de algunos hogares, así 
como del fortalecimiento de proyectos de calle y calle extrema que el INAU lleva adelante, tenemos setenta y 
tres mil niños, niñas y adolescentes atendidos. 


Una de las medidas que tomamos en 2010 fue un incremento de la transferencia a los hogares en convenio, 
tomando en cuenta que el nivel de mantenimiento de una estructura de atención a adolescentes y niños es 
bastante costoso, con lo cual hubo un ajuste a los efectos de permitir una mayor transferencia en diez de los 
convenios de hogares, y actualmente se viene trabajando en una mejora global para el conjunto de las 
instituciones en convenio con el INAU. Esto tiene que ver con el objetivo programático número uno para 
2010. 


A esto tenemos que agregar una ampliación del programa de becas laborales. Como ustedes saben, según los 
datos a junio, hay cinco mil ciento sesenta y cinco niños y adolescentes que están directamente en el INAU; 
son casi cuatro mil los que viven en hogares y aproximadamente mil doscientos los que están en la órbita de 
cuidadoras. Hemos iniciado una consultoría con el Programa de Nacionales Unidas para el Desarrollo y con 
UNICEF a los efectos de hacer una evaluación del programa de hogares, del programa de adopciones, de 
alternativa familiar y todo lo que hace a los centros de estudio y derivación del INAU, lo cual nos parece un 
paso extremadamente importante ya que, salvo el Plan CAIF, no se venían realizando evaluaciones 
sistemáticas de los distintos programas lo que a su vez, seguramente, habilitará mejoras sustantivas en 
algunas de las líneas de trabajo. 


Se mantiene, e inclusive ha crecido, la cobertura en programas de adicciones y se mantienen los doscientos 
cupos de internación en clínicas psiquiátricas a través de los procesos licitatorios. Actualmente tenemos un 
centro de atención en Montevideo en el programa de adicciones y seguimos participando del centro "El 
Jagiiel" en Maldonado. Además, está el proyecto de "Casa Abierta" en Artigas, que atiende a toda la regional 
Norte, y se está trabajando en la apertura de nuevos centros en trabajo conjunto con Intendencias 
departamentales, con la Junta Nacional de Drogas y con ASSE. Además, damos atención diurna a un 
promedio de ciento quince adolescentes con problemas de adicciones. 


También se viene trabajando en la conformación de equipos del Sistema Integral de Protección a la Infancia y 
la Adolescencia contra la Violencia con ASSE y con la Administración Nacional de Educación Pública, en 
varios departamentos del país, especializados en la atención de situaciones de maltrato. 


A su vez, se sigue avanzando en el proyecto de frontera de atención de situaciones de explotación sexual, que 
se lleva adelante a través de un convenio a nivel del MERCOSUR y que en el caso de Uruguay abarca las 
localidades de Chuy, Río Branco, Rivera y Bella Unión. 


En el área laboral, hemos estado participando en la confección de un proyecto de trabajo integral con las 
familias que se ocupan de la clasificación de residuos a nivel de Montevideo. Se hizo un proceso de selección 
para ampliar las inspecciones laborales en todo el país, de modo que van a ingresar siete nuevos Inspectores a 
la vez que se llevará a cabo una coordinación estrecha con las inspecciones laborales que lleva adelante el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para detectar aquellas situaciones específicas de trabajo con 
adolescentes. 


Como mencionaba, en el área CAIF se ha hecho la apertura de quince nuevos centros y ya está próximo a 
firmarse en estos días un fideicomiso con la Corporación Nacional para el Desarrollo a los efectos de 
instrumentar el fondo que fuera aprobado con la Ley de Presupuesto y que permitirá, a lo largo del 
quinquenio, la construcción de cien nuevos centros. 


En el área de seguridad pública -vamos a desarrollar este punto al hablar de las metas para el año 2012- se 
estuvo trabajando, fundamentalmente, en la elaboración del proyecto, en las propuestas para llevar adelante 
el Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente; se continuaron las obras en marcha, habilitándose un 


nuevo centro para internación de adolescentes entre quince y diecisiete años de edad en la calle General 
Flores y un plan de obras que actualmente abarca el centro transitorio en la calle Burgues, y los Hogares Ser 
y La Casona en la Colonia Berro. Esta área ha llevado buena parte de las energías y del trabajo de este 
Directorio. 


También quiero mencionar la participación permanente del INAU en el Consejo Nacional de Políticas 
Sociales, en el Consejo Nacional Consultivo Honorario de los Derechos del Niño y el Adolescente -creado 
por el Código en 2004-, en el Comité que coordina las políticas de infancia y adolescencia a nivel de 
organismos públicos y en múltiples convenios para programas específicos, por ejemplo, con ASSE -para todo 
lo que es el plan de atención de embarazadas y de control en el primer año de vida, articulado junto con el 
CAIF-, en Enseñanza Secundaria -en la ampliación del programa de áreas pedagógicas en Maldonado, Fray 
Bentos y Mercedes-, en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente -trabajando 
con familias que son ocupantes de fincas en el centro de Montevideo-, en MEVIR y en el PIAL, para la 
expansión de centros de primera infancia en todo el país, en articulación con los planes de vivienda que 
llevan adelante -como alguno de los aspectos más importantes- y también con la UTU o con el Consejo de 
Educación Técnico Profesional, a los efectos de la acreditación de los adolescentes que participan en talleres 
localizados en centros del INAU. A su vez, hemos hecho el ofrecimiento a la UTU de que en varias de las 
instalaciones del INAU, que en muchos casos son construcciones muy amplias -provienen de épocas de 
hogares sumamente poblados-, se pueden instalar sus talleres con sus docentes para que sean abiertos a la 
comunidad. 


SEÑOR SALSAMENDLI. Con respecto al articulado quiero hacer una aclaración que, hasta donde tenemos 
conocimiento, ya les fue planteada por la delegación del Ministerio de Economía y Finanzas: lo que tiene que 
ver con inversiones para el nuevo Sistema de Responsabilidad Penal Para Adolescentes fue previsto en 
función de los preceptos del artículo 464 de la Ley N” 15.903, que establece las situaciones graves e 
imprevistas que el Poder Ejecutivo puede atender, etcétera. Esto es a los efectos de que estemos realizando la 
licitación para la construcción de un nuevo inmueble para trescientos adolescentes antes de fin de año, con un 
sistema constructivo muy rápido -por lo menos, esto es lo que vamos a poner en la licitación en función de 
experiencias que conocemos de países de la región y en otros países; veremos quién se presenta-, lo que nos 
permitirá tener el nuevo inmueble y el nuevo sistema en funcionamiento ya el próximo año. El diseño ya está 
completamente realizado; adelantamos aquí que mañana a la hora 16 vamos a presentar a todos los líderes de 
los partidos con representación parlamentaria el diseño sobre el cual vamos a hacer el llamado y los plazos 
que estamos manejando para su puesta en funcionamiento. Esto no está dentro del proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas pero conforma con este primer artículo un todo orgánico. 


SEÑOR GANDINI.- Este tema tiene que ver con el primer artículo que nos propone tanto el Poder Ejecutivo 
como el organismo. 


El señor Presidente del INAU decía que se va a hacer a través de un pliego, de una licitación y que se prevé 
una rápida construcción. La primera pregunta es dónde se va a ubicar, es decir, si será en predios que el 
organismo ya tiene, porque la tierra a veces es un tema complicado. La segunda pregunta es si se va a hacer 
por el mecanismo tradicional de ejecución del propio organismo o a través de lo que está previsto en el 
artículo 693 que es el Fondo de Infraestructura Educativa Pública-INAU, que administra la Corporación 
Nacional para el Desarrollo. A propósito, quiero preguntar cómo va la vinculación con la Corporación 
Nacional para el Desarrollo en cuanto a la ejecución de los recursos que sí se adjudicaron a ese fondo de 
$ 100:000.000, puesto que otros organismos nos han dicho que está difícil de ejecutar. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Con respecto a la primera parte de la pregunta -para contestar la última voy a 
ceder el uso de la palabra al Director Ferrando-, como señaláramos, tenemos prevista una inversión de 
$ 300:000.000 -poco más de US$ 15:000.000- a los efectos de la construcción de un centro para trescientos 
adolescentes; obviamente, no es la totalidad del sistema la que estaría funcionando allí. Ahora, inclusive, 
vamos a anunciar algunos de los números que tenemos hoy en el sistema a los efectos de explicar por qué 
estamos manejando esto y algunas otras cosas, además de ese eventual centro 


Se va a desarrollar a través del mecanismo licitatorio de la Corporación Nacional para el Desarrollo que, 
expresamente, en aplicación del artículo 464 de la Ley N* 15.903, en el régimen de imprevistos prevé un 
mecanismo muy ágil de licitación; obviamente, conserva los criterios de transparencia e igualdad de 
oferentes pero es infinitamente más ágil que el mecanismo tradicional de la licitación pública. 


En cuanto al lugar, hasta el día de hoy estamos manejando la construcción en el marco de la Colonia Berro. 
De todos modos, entre hoy y mañana tendremos la confirmación de parte del Ministerio de Defensa Nacional 
de la posibilidad de la transferencia en régimen de comodato de por lo menos dos inmuebles, uno para 
atender una situación de urgencia que tenemos en este momento -que más adelante desarrollaremos- y otro en 
caso de que se pudiera cumplir con las condiciones que planteamos: un terreno de aproximadamente treinta 
hectáreas de extensión, con servicios y, en lo posible, no cercano a grandes concentraciones de población. Si 
se confirma esa posibilidad, realizaríamos la construcción en la ciudad de Montevideo en un predio que sería 
cedido en comodato por el Ministerio de Defensa Nacional. 


Aunque no tenemos inconveniente en contestar todas las preguntas del caso, si el señor Diputado Gandini no 
tuviera inconveniente, desarrollaríamos la otra pregunta cuando tratemos el tercer artículo que traemos a 
consideración. 


SEÑOR ABDALA.- Tengo una pregunta con relación al tenor de la información que venía dando el 
Presidente del Directorio acerca de un tema que, por supuesto, es de enorme importancia. Todos los partidos 
políticos y todos los sectores parlamentarios reconocemos que el país tiene urgencia en cuanto a impulsar el 
nuevo sistema de rehabilitación pero, ¿cuáles son los tiempos aproximados -no pido fechas- para las 
alternativas que quedaron aquí planteadas? ¿Cuáles son los plazos que la Administración maneja para definir 
la ubicación específica del nuevo establecimiento y para el tiempo de su construcción? En buen romance, ¿en 
qué plazo aproximado podemos esperar que el nuevo esquema esté en pleno vigor y funcionamiento? Esto no 
es para meterle presión a la Administración -el Presidente del Directorio no se dejaría presionar; ya tiene esa 
presión- sino para tener una idea aproximada de los tiempos que manejan las autoridades. 


SEÑOR SALSAMENDI.- La definición del lugar estará esta semana. 
Reitero que estamos pendientes de una respuesta muy rápida del Ministerio de Defensa Nacional. 


Los plazos que tenemos previstos si no hubiere ulterioridades entre el llamado y la construcción, son de 
nueve meses. Ese es el lapso que tenemos planteado. No sabemos qué empresas se van a presentar, pero en 
los planteos ante la Corporación Nacional para el Desarrollo vamos a puntuar especialmente el elemento 
velocidad en la construcción -que implica el uso de determinados materiales- a los efectos de obtener lo más 
rápidamente posible la solución planteada. Hace mucho tiempo que hemos definido las características del 
inmueble y para nosotros si es mañana, mejor. Creo que absolutamente todos compartimos esta necesidad. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- El Presidente del INAU ha manifestado que en los próximos días estará 
la definición de un nuevo predio de aproximadamente treinta hectáreas cedido por el Ministerio de Defensa 
Nacional en el departamento de Montevideo. Mi pregunta es qué piensa hacer el INAU con el predio de la 
Colonia Berro y con los hogares que allí existen. En caso de ser sustituidos y por la infraestructura que dotará 
de trescientas nuevas plazas, ¿se obtendrán recursos o qué se ha sugerido como acción concreta para el 
futuro? 


SEÑOR SALSAMENDI.- Por una cuestión de elemental cautela no estamos planteando -más allá de los 
trescientos lugares que habilitaríamos con la construcción del nuevo inmueble- el cierre inmediato de 
ninguno de los lugares que tenemos, excepto aquellos que tienen un deterioro edilicio muy importante. 
Algunos los hemos venido reparando pero otros no valdrían la pena. Esto, sencillamente, porque hoy tenemos 
437 adolescentes, lo que implica que en el último semestre tuvimos un incremento de un 55% de personas 
vinculadas al sistema que se explica, esencialmente, por la reducción de las fugas. Reitero que se explica 
exclusivamente por la reducción de las fugas. Eso ha generado una presión muy grande sobre las plazas 
existentes. Reconozco que nosotros habíamos estimado que, en función de los cambios en la gestión, este 
aspecto se iba a dar pero también admito que llegamos a la casi inexistencia de fugas concretadas en un lapso 
más breve que el que habíamos previsto. Esto presiona enormemente sobre los lugares; trabajamos cada día 
en la solución de estos temas porque la capacidad de renovar la infraestructura no ha podido acompañar un 
crecimiento tan importante de los números en tan poco tiempo. Además, esto está planteado en términos 
semestrales, pero si consideramos el último mes y medio advertimos que el incremento es absolutamente 
brutal: tenemos casi cien adolescentes más que un mes atrás. Reitero que ha habido un leve crecimiento de 
los ingresos en función de las resoluciones judiciales pero el incremento se explica casi exclusivamente por el 
número de fugas. Nuestra idea, por cautela elemental y porque la implementación de cualquier estructura 
nueva requiere ser probada -obviamente, reitero, hemos analizado muchísimo toda esta situación y tenemos 
muy desarrollada la planificación-, es que al inicio y por un tiempo no cerremos muy buena parte de la 


infraestructura que tenemos, pero además, convivirán con las nuevas que vayamos creando. Recuerden 
además que la ley prevé, que para este período de Gobierno se creará un servicio descentralizado que 
sustituirá al Sistema de Responsabilidad Penal Para Adolescentes, por lo cual nuestra tarea, por expreso 
mandato legal, es realizar tal preparación que el cambio orgánico institucional se haga de manera muy natural 
y sin mayores problemas. Es obvio que se podrán tomar decisiones distintas que las que en su momento 
hemos pensado. Si se confirmara la posibilidad de la utilización de inmuebles -lo sabremos en estos días- 
pertenecientes al Ministerio de Defensa Nacional, en un plazo muy largo -diría, tomando en cuenta todo el 
período de Gobierno-, entendemos deseable la posibilidad de destinar la Colonia Berro a fines distintos a los 
que tiene actualmente. Con diferencias, desde 1934 este lugar viene siendo utilizado más o menos para los 
fines actuales. Si bien a partir del año 2000, 2001 se crearon más centros, es notorio que no se trata del lugar 
más adecuado para la seguridad. Sin duda, tiene muchas ventajas en otros sentidos pero en cuanto a la 
seguridad tiene algunos aspectos no ventajosos, por ejemplo, la extensión del predio, la existencia de un 
bosque natural protegido, la cercanía de una población como Suárez, la línea de ómnibus de COPSA sobre la 
que hemos decidido su futura inexistencia. Lo que ocurre en este caso es que no solo depende la gente que va 
a la Colonia Berro que es lo que intentamos acordar y arreglar. 


Reitero, la idea en perspectiva que en principio estamos manejando hasta el fin de este período de Gobierno 
es no deshacernos de casi ninguno de los establecimientos que hoy poseemos, independientemente del 
aumento de la capacidad. Además, hoy estamos en 437 adolescentes y por una serie de razones prevemos que 
esta cifra va a continuar incrementándose. Tenemos claro que al 500, una especie de número mágico, vamos 
a llegar en breve. Nuestra planificación desde diciembre del año pasado es sobre la hipótesis de la existencia 
de 500 adolescentes en el sistema. Por ende, entendemos responsablemente que no tendríamos forma de 
pensar -por lo menos en lo inmediato- en no conservar varios de los establecimientos que poseemos. 


SEÑOR POSADA.- Me interesa saber en particular cómo está la situación -supongo que tuvo un impacto 
importante en la planificación que había desarrollado el INAU- con respecto a la prohibición establecida por 
la Justicia en cuanto al uso de los contenedores. Supongo que esto incidió en la planificación que se había 
establecido y al respecto quisiera saber, en primer lugar, en qué etapa se está del proceso judicial y, en 
segundo término, qué medidas alternativas ha tomado el Directorio del INAU en lo que respecta a esta 
situación que no estaba prevista. Es decir: cuáles son las alternativas que se están manejando. Supongo que a 
eso se refería el Director cuando hablaba de la eventualidad del uso de predios pertenecientes al Ministerio de 
Defensa Nacional. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Hay que ser muy cuidadoso cuando se comentan decisiones judiciales. 


Queremos ser absolutamente sinceros y francos. No esperábamos esta resolución, nos sorprendió 
enormemente, en particular, porque si bien es entendible que el sistema penal de adultos y el sistema 
infraccional de adolescentes tengan diferencias, seguimos sin comprender por qué este tipo de estructuras es 
válida -que además en el caso del INAU las hemos mejorado muchísimo- para ser utilizada por el Ministerio 
del Interior con mayores de 18 años de edad, por un plazo transitorio con el acuerdo, en su momento, de casi 
todos los actores y no lo es para que las pueda utilizar el INAU por un plazo también brevísimo cuando 
estamos en este Parlamento presentándoles todo lo que tienen que ver con los elementos que vamos a 
desarrollar en el futuro. La transitoriedad de la utilización de este tipo de mecanismo es absolutamente obvia. 


Con respecto al proceso judicial, el Instituto presentó una apelación que hasta donde tenemos entendido 
llegaría mañana a alguno de los dos tribunales de apelación en materia de familia que tiene un lapso de 
aproximadamente una semana para expedirse. Vamos a esperar la resolución que al respecto se adopte. 


El problema de todo esto es que nos retrasó las obras de instalación, etcétera. La posibilidad de este recurso 
de amparo se conoció en octubre del año pasado cuando del propio expediente surge que la Magistrada 
Letrada de Adolescentes, doctora Larrosa visitó el Centro de Ingreso Transitorio -CIT-Puertas-, en 
cumplimiento de los artículos 99 y 100 del Código de la Niñez y Adolescencia con el fin de controlar la 
ejecución de las medidas socio educativas. Lo cerramos -y lo estamos reparando a nuevo- porque había sido 
repetidamente observado por organismos vinculados a los derechos humanos, judiciales, etcétera, por las 
condiciones edilicias que tenían. Hicimos lo mismo con algunos otros lugares para generar espacios con 
buenas condiciones de seguridad, pero además con mejores condiciones de habitabilidad interna. Ese módulo 
de seguridad, ese contenedor -etcétera- es idéntico, exactamente igual a los que tenemos instalados en la calle 
General Flores, que siguen funcionando y no fueron objeto de resolución judicial. Expresamente se nos 


aclaró que aquel no era objeto; si hubiera sido objeto aquel, se hubiese vencido el plazo para presentar un 
recurso de amparo, es decir, treinta días desde el momento en que se tienen noticias de un hecho. Además, es 
parte de lo que presentamos en la apelación. 


Por lo tanto, debemos reconocer -siempre aclaramos que lo hacemos con profundo respeto y acatamiento 
absoluto, como corresponde, a las resoluciones judiciales- que nos sorprendió mucho. Obviamente, eso nos 
complejiza mucho en función de que sigue presionando sobre las plazas existentes, particularmente cuando lo 
teníamos pensado utilizar para uno de los mayores problemas que tiene el sistema respecto al manejo de los 
números, es decir, las conducciones. Cuando un adolescente es detenido por la policía es llevado a un 
establecimiento que administra el INAU -en breve lo hará el Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente-, 
y existe un lapso entre esa detención y la primera audiencia en la que el Juez toma declaraciones para el 
inicio del proceso. Y si eventualmente se adoptara la resolución de que se aplica una medida cautelar 
socioeducativa privativa de libertad, tiene que volver al lugar y hay que realizar un diagnóstico lo más 
acertado posible -esto es en lo que hemos empezado a trabajar fuertemente y es una piedra angular del 
funcionamiento del sistema- para determinar a qué lugar puede ser derivado dentro de las distintas 
modalidades que tiene el sistema. 


Si se le erra en la derivación, tendremos un problema para el menor y un problema para el lugar al que se 
derivó. Este es uno de los temas más delicados en el manejo de este tipo de sistemas, es decir, la capacidad 
real de diagnosticar correctamente esa derivación inicial en función de los perfiles que tenga cada centro. 


Por lo tanto, lo cierto es que eso nos complicó enormemente los planes que teníamos. 


Como el señor Diputado señala, nosotros veníamos desarrollando reparaciones en otros lugares y estamos 
buscando alternativas. De todos modos, en función los plazos, estamos esperando la resolución, que sería la 
próxima semana. Si se nos impide definitivamente el uso, continuaremos con las alternativas planteadas, pero 
si no se nos impide, seguiremos con los procesos de instalación que veníamos desarrollando en ese lugar con 
esos contenedores. 


Quiero hacer una aclaración que no tiene que ver con la pregunta ni con el ámbito. Periodísticamente, en 
estos días, a partir de un planteo que hizo el señor representante del Ministerio Público, el Fiscal Enrique 
Viana, de que en la audiencia de recurso de amparo yo había señalado que no creía en la rehabilitación, ahora 
sacaba la conclusión de que creíamos en la represión exclusivamente. 


Quiero aclarar expresamente que lo que dijimos fue que no trabajábamos en función de la rehabilitación sino 
en función de la responsabilidad. La responsabilidad contiene el concepto de rehabilitación, pero no se queda 
solo en ello. Rehabilitar requiere personas que tengan problemas físicos, mentales, etcétera, que no tienen por 
qué haber cometido un delito. 


En realidad, con quien comete un delito se debe trabajar de manera que se haga responsable por el daño que 
causó, se ponga en el lugar de la víctima, y en función de ello trabajar todos los otros aspectos 
socioeducativos, en particular, la búsqueda de su revinculación afectiva, con el mundo del trabajo y con el de 
la educación. 


Seguramente los señores Diputados habrán visto en las noticias que por estos días estamos trabajando con los 
empresarios y con trabajadores organizados a efectos de aplicar un plan que implica la colocación de 
adolescentes vinculados al sistema en puestos de trabajo, de forma tal que les permita ir generando un 
aprendizaje y que, a su vez, tengan lugares a los que puedan salir a trabajar. Con esto se trata de ofrecer la 
posibilidad de reeducación por la vía del trabajo. 


Con respecto a la consulta, estamos a la espera de la resolución de la apelación y continuamos trabajando 
sobre la base de las demás alternativas planteadas. De todos modos, reconocemos que estamos teniendo 
problemas importantes en función de la superpoblación. Esta resolución judicial, independiente de las 
razones que se tuvo para adoptarla, la respetamos pero no la compartimos en absoluto. Creemos que a todo el 
país le generó una inmensa complicación, pero bueno son gajes del oficio y seguimos trabajando sobre la 
base de intentar superar esto. 


Estamos remodelando parte de algunos de los establecimientos de la Colonia Berro y se han instalado 
perimetrales en los lugares en los que no había, no para eliminar la existencia de un hogar abierto, pero sí con 


la idea de que puede ser un establecimiento con un nivel de mayor apertura en función de la personalidad, 
conducta, tiempo de permanencia de los adolescentes. Cabe aclarar que hogar es un término que no se debe 
usar más; nosotros trabajamos con privación de libertad y, obviamente, no es un hogar. En todos los casos se 
debe tener un perimetral: en algunos serán más grandes e importantes y en otros serán menos grandes y 
menos importantes. 


En el artículo 1? planteamos la necesidad de la creación de cierta cantidad de cargos. Allí se estructura cada 
uno de los puestos de trabajo al que se destinaría ese personal. En primer lugar, se trata de una estructura 
central. La Comisión Delegada son los tres miembros que este Parlamento aprobó; la Gerencia General 
estaría por debajo en la función ejecutiva -Gerencia Ejecutiva-; las direcciones técnicas y administrativas 
adjuntos a la gerencia y la coordinación de los regionales del interior. 


¿Por qué aparece la figura de Coordinación Regional del Interior? Porque para el año 2013 nos planteamos la 
creación de tres Regionales para atender la situación de las medidas cautelares en el interior del país. 


Este es un sistema que funciona en todo el país, tanto en medidas alternativas como en los centros de ingreso 
transitorio. No es un sistema que funcione exclusivamente en Montevideo y Canelones. Por una cuestión 
elemental de no forzar el traslado de todos los casos a Montevideo, particularmente en el período en que 
cumplen la medida cautelar, entendemos que eso debe desarrollarse en el interior del país. En todo caso, esto 
es algo que planteamos prepararlo durante el 2012 y desarrollarlo en el 2013. 


Luego viene todo lo vinculado a la Dirección General Administrativa. Sin que orgánicamente sea así, en los 
hechos, por parte de este Parlamento se nos mandató preparar la instalación de una institución completamente 
nueva. Por lo tanto, todos los aspectos vinculados a la constitución de temas administrativos, etcétera, 
necesariamente tienen que ser previstos. Luego tenemos la denominada Dirección General Técnica, cuya 
descripción también está aquí. 


Además, quisimos ser absolutamente detallistas en cuanto a para qué queremos los cargos, a qué lugares 
serían asignados y en qué cantidades, a los efectos de que este Parlamento y el Poder Ejecutivo tuvieran cabal 
conciencia y claridad al respecto. Hice una descripción genérica en atención a la hora, pero si los señores 
legisladores entendieran necesario que se ingrese en el análisis de cada uno de los cuadros que tienen a 
disposición, no tenemos inconveniente en hacerlo. 


Esta es la estructura central; luego, está el desarrollo de los diversos programas que, a su vez, están 
contenidos en la ley de creación del Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente, tal como aprobaron 
ustedes en este Parlamento, y a continuación se expone acerca de las personas, etcétera. 


A través de un acuerdo con el Banco de la República Oriental del Uruguay y con la participación de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de la Oficina Nacional del Servicio Civil estamos modificando los 
mecanismos para los llamados a concurso y para la selección, y estamos previendo algunos acuerdos en 
materia de formación y capacitación que no tenemos inconveniente en comentar brevemente si lo entendieran 
necesario. 


SEÑOR POSADA.- En la fundamentación se hace referencia a que en el SEMEJI hoy trabajan 832 
funcionarios. Si no entendí mal, lo que se está proponiendo es que la nueva realidad funcione con 672 
funcionarios y es para ellos que se está planteando este incremento del Rubro 0. ¿Es así? 


SEÑOR ARBESUN.- No. La idea es que a los 832 funcionarios que hoy cumplen funciones en el SEMEJL, 
se agreguen estos aproximadamente seiscientos, completando la estructura funcional del nuevo Sistema de 
Responsabilidad Penal Adolescente, habida cuenta de que se van a crear dos programas que no existían hasta 
este momento -la nueva ley habilita su creación- y de que se va a proceder a un armado exhaustivamente 
técnico del resto de los programas que hoy se encuentran funcionando efectivamente. Nuestra propuesta 
implica que el Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente tenga mil y pocos funcionarios distribuidos, 
tanto en los diferentes programas, como en las nuevas estructuras del sistema. Es decir que esos funcionarios 
se agregan. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Si bien estos funcionarios se agregan, tenemos en claro dos cosas. En primer 
lugar, no necesariamente todos los que hoy están en el SEMEJI van a continuar allí, porque ahí también hay 
un proceso de selección, etcétera, que hoy no es posible realizar en función de las necesidades y urgencias 


cotidianas en materia de recursos humanos. En segundo término, nosotros tenemos claro -como hemos visto 
en todo este tiempo- que la mejora en la gestión -el incremento en la utilización de la tecnología, la mejora en 
los inmuebles, en todo lo vinculado con el material con el que se puede trabajar, etcétera-, va a permitir ir 
reduciendo en algunos casos el número de funcionarios, en particular de atención directa, que eventualmente 
requiera el sistema. Esto también nosotros lo hemos hablado con la gente vinculada a la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, y al Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR POSADA.- Voy a dar una vuelta a la pregunta que realicé. 


Así como hoy hay una idea muy clara de dónde se necesitarían estos 672 funcionarios, ¿se tiene claro cuál va 
a ser la estructura del Sistema y qué cantidad de funcionarios va a requerir para un óptimo funcionamiento? 


SEÑOR GANDINL.- En primer lugar -creo que el señor Presidente del INAU ya respondió en parte mi 
pregunta-, me surgía cierta contradicción entre la afirmación inicial de que va a ser todo nuevo y la de que 
hay un número importante de funcionarios que quedan. Y para mí lo nuevo o lo viejo no es tanto el edificio, 
sino la mentalidad, la forma y el trabajo de funcionarios que tienen mucho tiempo en el Instituto; lamento 
decirlo, pero es mi opinión. Uno aspiraría a que lo nuevo fuera todo nuevo, pero evidentemente, por lo que 
aquí se dice, hay un punto medio que es incorporar personal y mantener una parte casi igual en ese sentido, 
dentro de la futura institución. Quisiera que me confirmaran si esto es así. 


En segundo término, quiero saber si estas personas que van a ir ingresando antes de que el SIRPA exista 
como figura autónoma entrarán al INAU y, en ese caso, si lo van a hacer con la previsión de su futuro pasaje 
ya establecida de modo contractual. Esto es muy importante, porque después acá al Parlamento viene todo el 
lío de la transferencia de personal de un organismo a otro y todo lo que eso significa, y es bueno que, ya que 
sabemos que hay una transición, el funcionario tenga un destino definido cuando inicia su relación 
contractual con el organismo. Hay hasta una cuestión de vinculación y pertenencia sindical que creo que debe 
quedar bien establecida desde el origen. 


En tercer lugar, se supone que mucha de esta gente va a requerir un proceso de formación y capacitación 
durante la transición, hasta que esté construido el edificio, que puede ser el punto en que uno diga: "A partir 
de ahora larga el SIRPA realmente", porque está dotado de los nuevos recursos para poder hacerse cargo de 
una nueva situación. De todos modos, van a empezar a trabajar en la transición. Ahora bien: me llama la 
atención que, tanto en la formulación del organismo como en la del Poder Ejecutivo, se dé inicio a estos 
recursos a partir del Ejercicio 2012. Esto quiere decir que en todo lo que queda de 2011 los nuevos 
funcionarios no podrán incorporarse, por más que se procesen los mecanismos de selección, porque cualquier 
relación contractual con un solo funcionario nuevo a través de estos recursos podrá iniciarse a partir del 1* de 
enero de 2012, no antes, pero al igual que otras normas, se prevé la aplicación al momento de promulgación 
de la ley, y eso será a partir del mes de octubre probablemente. 


En definitiva, quiero saber si el organismo llega a administrar lo que está administrando con los recursos 
materiales que tiene, es decir, con los lugares de reclusión o contención que hoy tiene y los funcionarios con 
los que cuenta, o si preferiría contar con parte de este personal nuevo desde ya. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Quiero empezar haciendo una aclaración. 


La absoluta mayoría del personal que trabaja en el SEMEJI, más del 85%, ingresó a partir de 2009. No hay 
un tema vinculado con gente con demasiado tiempo en la organización. Además, claramente, hubo una baja 
casi absoluta de las fugas, más allá de que todavía seguimos teniendo problemas con el cumplimiento de los 
protocolos, de que hay deslealtades y de que en algunos casos todavía no hemos tenido suerte en el sentido de 
que los Magistrados del fuero penal entendieran suficientes las pruebas que hemos presentado -nosotros 
tenemos convicciones con respecto a algunos de los hechos que ocurrieron-, y fueron esos mismos 
funcionarios, en condiciones que distan enormemente de ser las ideales, quienes con la modificación en la 
gestión pudieron generar este cambio radical en parte del funcionamiento del sistema. 


Con respecto al otro punto, cuando en setiembre del año pasado en la Comisión de Presupuesto del Senado 
presentamos la propuesta original de lo que para nosotros era la creación del Instituto de Responsabilidad 
Penal Adolescente -que luego se llamó Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente en función de la 
creación del futuro Instituto- decíamos -y seguimos creyendo lo mismo-, que no conocemos ninguna 
experiencia en Uruguay -tampoco en el mundo-, en la que se pueda retirar a toda la gente que trabaja en una 


institución, se haga ingresar personal nuevo, y se logre que funcione bien, particularmente, en un área tan 
delicada como es la gestión de la privación de libertad o aun en el caso de las medidas no privativas de 
libertad. Excepto por algunos aspectos que se desarrollan en la llamada Escuela Penitenciaria -creo que 
cambió de nombre a partir de algunas modificaciones en el Ministerio del Interior, pero en esencia sigue 
siendo lo mismo-, o en un área muy poco conocida destinada al desarrollo del control carcelario, inteligencia 
carcelaria, logística, etcétera, de la policía militar, en Uruguay no existe absolutamente ningún lugar para 
capacitarse, para formarse en la gestión de la privación de libertad y aun para los casos en que se aplican las 
medidas no privativas de libertad, para trabajar con personas que han cometido delitos y que están sometidos 
a una resolución judicial por ese hecho. Por ende, buena parte de la capacitación, más allá de la formación 
previa que se pueda generar, se desarrolla en la propia práctica. Precisamente, por eso venimos planteando el 
fortalecimiento de una capacitación previa inicial, pero luego también la capacitación en el propio servicio. 
Reitero que no hay ningún lugar en el Uruguay donde se enseñe esto; no hay una Facultad ni ningún otro 
centro de estudio en el que se enseñe a trabajar en particular con la gestión de la privación de libertad. Ese es 
uno de los problemas que en esta materia Uruguay ha arrastrado tradicionalmente. Por eso siempre 
entendimos que no era posible sacar a todos los funcionarios y que ingresaran nuevos, por más que tuvieran 
una capacitación previa. Además, hay que tener en cuenta otra cuestión: si la gente que está trabajando tiene 
claro de entrada que se va a ir, que no va a permanecer más, habrá que ver qué sucede, porque este sistema 
siempre tiene mecanismos de reacción que son complicados. Es muy delicado manejar esto, en particular 
para un organismo como el nuestro, que solo tiene funcionarios civiles y que tiene que manejarse con los 
mecanismos de investigación y del Derecho Administrativo; no tiene otros mecanismos, inclusive, 
disciplinariamente hablando. Este es uno de los elementos que hemos manejado a la hora de hablar de una 
reforma. 


En la madrugada del sábado pudimos abortar un intento de rescate, probablemente con un motín y demás, en 
función de que hemos desarrollado mecanismos de inteligencia internos que hoy nos permiten anticiparnos a 
determinado tipo de hechos. Pero en Uruguay eso, reitero, no se enseña en ninguna Facultad, en ningún 
centro de formación. Por eso siempre señalamos la necesidad de la progresividad en el desarrollo de este 
sistema. 


Estamos de acuerdo con el señor Diputado -siempre creímos lo mismo- en que la cuestión no pasa solo por 
tener nuevos inmuebles. El tema central es la gestión. La modificación fundamental debe darse en la gestión 
y en la visión, en la forma de mirar el problema, esto es: ni la postura de "Pobres niños víctimas del sistema 
de explotación, que hacen esto porque esa es la forma de reacción natural, obvia y entendible", ni "Lo meto 
adentro de una celda, tiro la llave y si algún día alguien se acuerda, mala suerte". Esto es parte de la gestión, 
de la mirada. 


Obviamente, el ingreso de nueva gente con mejor capacitación, en función de planes claros, sabiendo a qué 
entra y qué va a hacer -que es fundamental-, nos dará la posibilidad de que otras personas que ya tienen un 
desgaste muy importante se reciclen en otros lugares. Sin duda, es verdad que hay gente "jodida". La hemos 
perseguido y la vamos a seguir persiguiendo hasta debajo de la cama; eso lo saben todos. Desde enero a la 
fecha hemos realizado una cantidad inmensa de movimientos, sobre todo en los mandos medios, y todos 
tienen claro cuáles son las reglas de juego. Pero también hay mucha gente que deja la vida ahí adentro y en 
muchos casos hasta llega a niveles de desgaste enormes. 


Como saben, los llamados en los organismos públicos tienen demoras, en algunos casos casi inevitables, por 
el tiempo que lleva la publicación y demás. Afortunadamente logramos que nos transfirieran un software del 
Banco de la República, que nos permite hacer la inscripción por Internet, ver los currículos y otras maravillas 
más -son máquinas de lo más inteligentes- pero, de todas formas, los llamados llevan cierto tiempo, al igual 
que lo relativo a la capacitación y al ordenamiento. Por eso prevemos ir poniendo en funcionamiento todos 
estos aspectos a partir de la estructura futura que en estos días estaremos aprobando, luego de las 
presentaciones que señalamos. Además, aprovecho para decirles -en el día de mañana se lo plantearemos a 
los líderes partidarios- que se requiere que nos comuniquen cuál sería el nombre que se propone desde los 
partidos que no integran la mayoría parlamentaria, que no integran el Gobierno. Eso es parte de lo que 
también requerimos para terminar de armar todo el diseño futuro y la puesta en funcionamiento de la 
Comisión Delegada y demás, que permitiría articular toda esta experiencia. 


SEÑOR POSADA.- Ha quedado pendiente la pregunta sobre lo que se entendía óptimo para el SIRPA. 


Está claro que se necesita un ingreso de 672 funcionarios, pero por otro lado se señaló que no todos los 
funcionarios que hoy integran el SEMEJI van a confluir en el SIRPA. Por tanto de alguna manera quedó 
pendiente la idea de cuál es la proyección óptima que se hace en materia de funcionarios -que supongo se 
tendrán asignados por los distintos programas y demás y por la propia estructura central- para el 
funcionamiento del sistema creado. 


SEÑOR ABDALA.- La pregunta que quiero realizar no está específicamente relacionada con el punto que 
señaló el señor Diputado Posada, pero sí con el tema en debate. 


Es muy interesante este análisis, y creo que el Presidente del INAU ha traído buenas noticias -por lo menos 
para mí-, fundamentalmente en lo que tiene que ver con los plazos que se manejan. Francamente, en ese 
aspecto, es alentador saber que la creación de este nuevo sistema -en el que, sin ninguna duda, todos 
apostamos la esperanza de empezar a revertir una situación que nos interpela, nos aflige y que sin ninguna 
duda está condicionando la circunstancia que estamos atravesando- en un plazo de nueve meses puede llegar 
a convertirse en realidad, con la laxitud y con el margen que naturalmente hay que tener. Por cierto, no tomo 
esa afirmación del Presidente como un compromiso inmodificable; en todo caso, la tomo como una voluntad 
de la administración, en el sentido de que se va a caminar en esa dirección. Sé que es así, que se está 
haciendo en ese sentido y me parece muy bien. 


La consulta es la siguiente: en función de eso y de todos los otros elementos que aquí se han mencionado -del 
nuevo organigrama, de la instalación de la Comisión delegada, de la incorporación de los nuevos 
funcionarios- quiero saber cuál será el momento -tampoco estoy hablando de plazos sino eventualmente de 
estados de situación- en el que la actual administración entiende que se estará en condiciones de dar el paso 
final, es decir, darle a esta institucionalidad una mayor descentralización, tal cual lo prevé la ley. Estoy 
pidiendo conceptos y no fechas. Eventualmente, ¿se trata de la incorporación de los funcionarios, del 
desarrollo de los programas que se han mencionado, dla constitución de las nuevas autoridades, de la 
conformación del nuevo organigrama y de la construcción física del nuevo establecimiento o hay algo más? 
Eso requerirá una voluntad legislativa que, obviamente, tendrá que formalizar esa circunstancia. Pregunto 
esto porque como nos consta a todos, fue un tema de análisis, de debate, de discusión, de transacción en el 
ámbito político. Creo que con eso terminaremos un proceso que, si se cumple dentro de los plazos que aquí 
se han anunciado, a todos nos va a permitir tener la conciencia un poco más tranquila, independientemente de 
los resultados, pero por lo menos avanzaremos en el camino de lo que se pueda hacer en tiempo real. Esa es 
una conclusión que yo extraigo del intercambio que hemos mantenido. 


SEÑOR SALSAMENDTI.- Tanto el año pasado cuando concurrimos en oportunidad de tratarse el Presupuesto 
Nacional como en esta, de esta Rendición de Cuentas, hemos planteado las cosas -supongo que como todo el 
mundo- con la mayor y absoluta cristalinidad en cuanto a lo que efectivamente ocurre. Por tanto, debo decir 
que 832 salarios no implican 832 personas trabajando, entre otras cosas, porque tenemos un número 
importante de ausencias por vía de licencias médicas, que a veces, dependiendo mucho de la época del año, 
llegan al 10% o 15%. Esto lo hemos planteado en todos los lugares y hemos hecho todas las consultas del 
mundo porque, en nuestra opinión, esto debería ameritar algún tipo de análisis, inclusive, de carácter 
legislativo, porque forma parte de las complicaciones que tenemos. 


En cuanto a la pregunta relacionada a lo óptimo en función del organigrama y de los planteos, solicitaría 
concederle la palabra al psicólogo Arbesun para referirse al tema. 


SEÑOR ARBESUN.- Lo óptimo es lo que estaba planteado: la suma de los 832 y los más de 600 que 
ingresarían. 


Ahora bien: acá estamos abocados a un proceso de reingeniería que tiene que ver con el pasaje del SEMEJI al 
SIRPA. Se trata de identificar cuáles de los funcionarios que hoy tenemos pueden ser reubicados, de acuerdo 
con su formación, en las nuevas funciones técnicas que tendría el SIRPA. Evidentemente, previo a la entrada 
de los nuevos funcionarios estaríamos asistiendo -de hecho es lo que estamos haciendo- a la identificación de 
las fuentes de racionalización de los recursos humanos, a fin de avanzar lo más rápidamente posible al 
andamiaje técnico de funcionamiento del nuevo Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente y abandonar 
esta suerte de inercia histórica en la que los funcionarios son siempre cuidadores o "llaveros". En estos 
momentos hay una clara identificación de todos los recursos humanos. Estamos en ese proceso en el cual 
damos las explicaciones del caso a las estructuras de dirección para que derramen la información al resto de 
los funcionarios. Asimismo, estamos evaluando cuáles son los funcionarios que eventualmente siguen 


manifestando interés en permanecer en el SIRPA. El escenario ideal que dibujamos es el que aparece en esta 
presentación más los 832 funcionarios que tenemos. 


En la medida en que este proceso de racionalización de recursos humanos sea efectivo, se revisarán las 
necesidades en esta materia, pero hemos diseñado el esquema ideal en base a la nueva institucionalidad que 
plantea la posibilidad de sustituir acciones humanas con tecnología y la relocalización de recursos humanos 
en tareas técnicas que hoy lamentablemente no se realizan. 


Se preguntó sobre el tema de la capacitación. Yo creo que hay varias maneras de capacitar. En el mes de 
agosto vamos a empezar con la tercera escuela de capacitación para nuestros funcionarios. Las otras dos 
anteriores se hicieron el año pasado en la escuela penitenciaria del COMCAR, con ayuda del Ministerio del 
Interior. En esta ocasión repetimos esa modalidad, organizando internamente, a través del Director General 
Técnico bajo la supervisión nuestra, un curso de capacitación dirigido a los funcionarios que ya hoy están 
trabajando. Además, estamos proyectando un curso dirigido a mandos medios, buscando instalar una suerte 
de política de recursos humanos y de capacitación, de tal manera que los recursos humanos vayan creciendo 
en la medida en que sus evaluaciones sean efectivas. 


No obstante ello, seguramente los señores Diputados conozcan el proyecto de la Unión Europea, que en 
combinación con el Ministerio del Interior implica la conformación de una escuela de formación 
penitenciaria en la cual nosotros también participamos. La semana que viene tendré una reunión con la 
señora Silvia Izquierdo, asesora del Ministro del Interior, quien va a dirigir el proyecto en la cual iríamos 
configurando las características especiales de la capacitación que tendría el sector de la escuela que atendería 
a nuestros funcionarios. 


Pero hay además otra forma de capacitación, que no es menor, y que tiene que ver con el permanente diseño 
de protocolos de actuación, que son formas de aprendizaje que se combinan en la práctica y que hemos ido 
ejecutando. En este caso, hemos ido avanzando en el nivel de similitud en algunas cuestiones vinculadas a la 
seguridad con los protocolos del Ministerio del Interior. Es decir: sin convertir nuestros centros de privación 
de libertad a imagen y semejanza de los centros de privación de libertad de adultos, hemos ido convalidando 
las formas de actuación con lo cual damos transparencia al procedimiento, garantía a los funcionarios y límite 
a la discrecionalidad de los mismos. Yo creo que es a ese proceso de capacitación al que hemos acudido más 
rápidamente porque es el más fácil de instrumentar. La verificación del cumplimiento se da en las visitas e 
inspecciones sorpresivas, lo que además nos ha permitido avanzar en la detección de irregularidades, 
deslealtades y demás. 


Repito, señor Diputado, el número ideal es ese que hemos perfilado, lo cual no quiere decir que sea el que 
finalmente quede. Pero, evidentemente, sin ese número no podemos imaginar la nueva estructura, con todo el 
detalle y el nivel de trabajo técnico que va a exigir, sobre todo a nivel de los programas nuevos, pero también 
en cuanto a la remodelación de la forma de trabajo en la privación de libertad. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Con respecto a este punto, quiero señalar que estamos terminando las 
negociaciones, los términos de referencia, con el proyecto de Naciones Unidas para el Desarrollo y UNICEF, 
a los efectos de la constitución de un equipo que va a realizar una revisión a fondo del punto de partida, 
particularmente, de los elementos que tienen que ver con la gestión, en todos los niveles en los que se 
desarrollan los diversos programas, entre otras cosas, a los efectos de llegar a un planteo absolutamente 
técnico para determinar el número exacto de personas que el sistema necesita. 


Se han formulado dos preguntas que se relacionan. Una de ellas refiere a si estos funcionarios ingresan al 
INAU y la otra, del señor Diputado Abdala, refiere al tiempo que llevaría, si no entendí mal, la concreción de 
una eventual creación de un servicio descentralizado con respecto a este tema. 


En función de la ley sancionada, estos funcionarios ingresan al INAU en el marco del Sistema de 
Responsabilidad Penal Adolescente, estrictamente y para eso. No podrían ser destinados a ninguna otra 
función dentro del organismo. 


No está previsto expresamente un estatuto especial distinto del resto de los trabajadores del INAU; es decir, 
van a cobrar lo mismo. Inclusive, a partir del segundo semestre del año que viene comienza un proceso en el 
que la prima por rendimiento, o lo que tradicionalmente se conoce como productividad, va a pasar a ser un 
instrumento que va a estar en 2014 por encima del 30% del total de los ingresos que los funcionarios y 


funcionarias del INAU perciban y ellos también estarán involucrados. Por ese motivo, la construcción de 
indicadores, junto con los programas, es parte del trabajo que venimos haciendo y que este equipo en 
particular tiene como misión fundamental desarrollar. Tenemos conocimiento de experiencias en este sentido, 
como la de Belo Horizonte -que probablemente sea la más clara en la región-, alguna del SENAME chileno - 
no muy desarrollada a ese nivel- y varias europeas, que ponen indicadores de gestión en este tipo de lugares. 


Obviamente, los aspectos vinculados a no tener evasiones y a determinados indicadores de desarrollo socio- 
educativo son básicos, pero los otros son más complejos. Por ende, hoy no tienen diferencias en la escala 
salarial y no tienen un estatuto específico con relación al resto de los trabajadores del INAU y, en particular, 
de lo que hoy es SEMEJI. Pero claramente la ley nos mandata que ingresan para ese sistema y no para 
realizar otra tarea; lo mismo sucede con el tema vinculado a los aspectos presupuestales, tal cual están 
previstos aquí, y eventualmente en el área de inversiones. 


En cuanto a cuándo se considera que es el momento para proceder a la creación de un servicio 
descentralizado, considero que no es un problema de gestión; es un problema que tiene que resolver el 
Parlamento. 


Lo único que nos falta es un tercer nombre para la constitución de la Comisión delegada. Todos los aspectos 
vinculados a las resoluciones a adoptar a los efectos de brindar absoluta autonomía al nuevo sistema ya están 
prontos. Vamos a plantear un breve período de dos o tres meses para que estas personas vayan tomando 
conocimiento de la tarea, y quisiéramos conversarlo directamente con quienes la van a llevar adelante. Vamos 
a hacer las designaciones del caso sin que tengan que asumir de entrada la responsabilidad del sistema; les 
vamos a dar un período de instalación, de conocimiento del sistema, sin que tengan que encarar al otro día - 
como nos pasó a nosotros- el funcionamiento de algo que, como ustedes imaginarán, es extremadamente 
complejo. Todos esperamos que puedan hacerlo con la mayor dedicación y conocimiento del tema. 


Hasta aquí podría avanzar; en lo demás pido al señor Diputado que me exonere de contestar su pregunta, 
porque creo que va a ir dependiendo de la evaluación que el Parlamento, el Poder Ejecutivo, etcétera, vayan 
realizando de las acciones que se vayan tomando. Esperamos, y trabajamos para eso, que sea un tránsito 
fluido y sin inconvenientes. Verdaderamente, creo que es una decisión más política que técnica; por lo tanto, 
no me gustaría adelantar una opinión sobre ese punto concreto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 3%, que es similar al artículo 244 del proyecto del Poder 
Ejecutivo. Luego, discutiríamos el artículo 2” del proyecto del organismo. 


SEÑOR SALSAMENDI.- El artículo 3” tiene que ver con una de las consultas que nos hizo el señor 
Diputado Gandini, por lo que cedería la palabra al licenciado Ferrando para que la contestara. 


SEÑOR FERRANDO.- Estamos trabajando con la CND a los efectos de terminar de redactar el convenio del 
fideicomiso, que ya está prácticamente pronto. Fue algo nuevo para nosotros y, en algunos aspectos, diferente 
para la CND, por lo cual el proceso de negociación llevó más tiempo del que inicialmente pensábamos. Esto 
no quita que haya habido un ajuste bastante planificado del plan de ejecución de obras para que se ponga en 
marcha lo más rápidamente posible. La verdad es que en este momento estamos analizando la comisión que 
se cobraría por la administración del fideicomiso, que es el punto que estamos ajustando, y tendríamos 
acuerdo en todo lo demás. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiéramos saber a cuánto asciende esa comisión que está planteando la CND. 


SEÑOR FERRANDO.- Estamos negociando. Lo que está planteado es una comisión en torno al 5% que 
incluye todo lo relativo a la contratación de arquitectos, abogados, contadores, personal técnico, que se 
encarga -así lo hemos solicitado- desde la elaboración de los pliegos hasta el análisis y la evaluación de las 
propuestas planteadas y el seguimiento de la ejecución de obra y la aprobación. Hemos pedido que todo el 
proceso de las obras quede bajo la responsabilidad de la CND, más allá de que nosotros definiríamos 
orientaciones generales y criterios puesto que ya existe experiencia acumulada en cuanto a cómo deben ser 
los centros de primera infancia. A partir de los parámetros que se den desde el INAU todo el procedimiento 
estaría a cargo del fideicomiso. 


La comisión también incluye la contratación de una auditoría externa, gastos administrativos y de papelería. 
Periódicamente se haría una rendición ante una Comisión Técnica que tendría tres integrantes designados por 


el INAU y dos por la CND, y sería el organismo que iría monitoreando y tomando las decisiones necesarias 


La inclusión de este artículo surge porque en el proceso de negociación vimos la posibilidad de plantear una 
herramienta que nosotros usamos con cierta frecuencia, como es que la construcción de los Centros CAIF sea 
llevada a cabo por las Intendencias Municipales, MEVIR -que ya nos ha informado acerca de su plan de 
expansión y en qué localidades van a construir-, o bien el PIAI, así como en algunos casos también por el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Entonces, tal vez en esos casos no sería necesario realizar la 
licitación como prevé el Fondo, tomando en cuenta que en muchas oportunidades la construcción de Centros 
CAIF se da en localidades donde habitualmente no hay empresas constructoras que reúnan todos los 
requisitos o el proyecto no genera mayor interés, dado que se trataría de obras de montos relativamente 
chicos. Para nosotros es necesario abrir al máximo el espectro de opciones a efectos de dar la mayor 
ejecutividad posible del 2012 en adelante. Estamos en la mitad de 2011; tal como decíamos antes, se han 
abierto algunos nuevos centros y hay otros en proceso de ejecución. Dado el tiempo transcurrido, el plan 
fuerte se va a dar a partir del 2012 e incluye la adquisición de terrenos. Venimos gestionando con las 
Intendencias la posibilidad de que nos faciliten terrenos, pero en algunos casos habrá que comprarlos porque 
la instalación de los centros sigue un plan de ubicación en los lugares donde viven familias que están dentro 
del 20% de la población que tiene menores ingresos. El plan de expansión pretende llegar al 2014-2015 con 
una cobertura total en el quintil de niños y niñas de familias de menores ingresos. 


SEÑOR BEROJIS.- Me llamó la atención por qué se menciona a MEVIR ya que lo que construye no tiene 
nada que ver con lo que ustedes necesitan. Pienso que puede ser por un tema técnico. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Para nosotros MEVIR es una constructora fabulosa; probablemente es la que 
mejor cumple, en materia de tiempos, etcétera, obviamente en aquellos lugares donde puede llevar adelante 
su labor. 


El organismo tiene varios CAIF así como otros centros construidos por MEVIR y puedo decir que la 
experiencia ha sido más que exitosa. Por ello está expresamente planteado acá, ya que la forma como había 
sido redactado esto en la Ley de Presupuesto planteaba problemas. 


SEÑOR BEROIS.- Yo pensaba en las casas que construye MEVIR. Ustedes se refieren a la construcción de 
los CATE, a la relación que establecen con MEVIR a la hora de construir centros. 


SEÑOR GANDINL.- Deseo plantear una reflexión. 


Vista la redacción que le hemos dado a esto que refiere a los fondos de infraestructura educativa -que 
nosotros acompañamos-, creo que cometimos algún error. Dimos el dinero a la institución -en el caso de 
ANEP); en este caso, al INAU-, pero con un objetivo atado a que la administración y ejecución de ese fondo 
la llevara a cabo la Corporación. Por lo tanto, la Corporación tiene la llave. Hoy el organismo, que es el 
destinatario real del dinero, tiene que negociar con el administrador, que tiene gran capacidad de negociación. 
Si no acuerda con él, no hay nada. Entonces, el organismo no tiene opción. La Universidad que, con 
inteligencia se negó a aceptar este mecanismo en el marco del presupuesto, pidió tener la opción de hacerlo 
con la CND, pagando una comisión de determinado monto; de lo contrario, podrá hacerlo por otra vía. 


Nos enfrentamos a una realidad: como está redactado el artículo, esta persona pública no estatal es la que 
tiene la llave. Este tema se ha llevado un buen tiempo; quisimos ser más rápidos y quizás terminamos 
poniendo un obstáculo. 


Dejo planteada esta reflexión para que la tengamos presente para el futuro. 
Ahora voy a plantear mi pregunta. 


Al igual que en el caso de ANEP, debo suponer que va a ser muy difícil que en el Ejercicio 2011 se pueda 
ejecutar el presupuesto de obra proyectado para ese año. Digo esto porque todavía no se ha firmado el 
convenio -quizás lleve un tiempo más- y, además, luego viene toda la parte operativa. Una vez que se firme el 
convenio, habrá que armar los equipos, hacer las licitaciones, los pliegos, etcétera. Probablemente ni siquiera 
se comience a ejecutar ninguna de las obras previstas para el Ejercicio 2011. Este es un dato de la realidad. 
Mi pregunta es: 


el organismo, ¿dispone en el siguiente Ejercicio de los recursos en inversión que en el anterior Ejercicio no 
fueron ejecutados o estos van a Rentas Generales? De ser así, el daño podría ser mayor, ya que no solo se 
pierde un año, sino también sus recursos. Tal vez eso podría corregirse aunque sea puntualmente desde el 
Parlamento. Lo pregunto porque no lo sé: hay organismos que por excepción tienen la libre disponibilidad en 
el Ejercicio siguiente, pero no sé cuál es la situación del INAU. 


SEÑOR ASTLI.- Dentro del marco en que se está dando el análisis de este tema, quiero realizar una pregunta. 
¿El INAU, con su personal, está en condiciones de realizar este tipo de obra, de emprendimientos 
constructivos, con los fondos que le fueron asignados por el fondo de infraestructura? 


SEÑOR FERRANDO.- Si bien es cierto el tiempo transcurrido, quiero resaltar que para nosotros es 
importante llegar a un acuerdo con la CND porque se trata de un monto de ejecución muy alto, con metas 
muy ambiciosas. Nos sigue pareciendo que es un mecanismo adecuado en la medida en que se va a contar 
con personal especializado para la ejecución de este fondo. Hoy, con los recursos que dispone el INAU no 
tenemos las condiciones adecuadas para hacerlo, más allá de todos los procesos licitatorios con que se trabaja 
y de los convenios con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Reconocemos que esto tiene algunas 
dificultades, pero nosotros estamos en una situación de permanente tensión y malestar -diría yo- en el 
Directorio por lo lenta que nos resulta la ejecución por esas vías, y tenemos la esperanza de que por este 
medio, una vez hecho el proceso de ajuste, logremos un funcionamiento mucho más acelerado. También 
reconocemos que el país puede verse enfrentado a una situación delicada en cuanto a que haya una inversión 
en Obra pública muy importante y no existan empresas suficientes como para dar solución a todas las 
necesidades planteadas. 


En el presupuesto actual del INAU estamos ejecutando todo lo que tenemos de inversiones y, habitualmente, 
si llegado fin de año no tenemos capacidad de ejecutar todo o queda algo pendiente que está aprobado y 
todavía no fue ejecutado, a través del convenio con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, se asignan 
estos fondos para la continuación de las obras, que en un porcentaje importante están relacionadas con los 
centros del SEMEJI, el mantenimiento de los hogares y la constitución de nuevos CAIF. En este caso, los 
fondos serían trasladados al fideicomiso; es decir que si bien en 2011 no tendría el nivel de ejecución que 
hubiéramos deseado, el dinero no se perdería porque al ser volcado al fideicomiso no cuenta la finalización 
del año sino que se mantiene en el fondo y pasa a tomarse en cuenta para la ejecución de lo que se va 
licitando. 


SEÑOR GANDINI.- Yo entiendo la explicación, pero eso es así siempre que el fideicomiso y el convenio 
queden constituidos durante el ejercicio 2011. Si los recursos de 2011 no se transfieren al fideicomiso durante 
el ejercicio, no estarán disponibles en 2012. Es dable pensar que en los meses que aún le quedan al año se 
cierre ese proceso, pero eso se debe asegurar. Si no, de acuerdo con mi interpretación, se pierden, no porque 
falte la ejecución sino porque se cierra el ejercicio sin hacer la transferencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo haber entendido de la explicación del licenciado Ferrando que en este 
ejercicio quedaría habilitado el fideicomiso y se transferirían los fondos. 


SEÑOR FERRANDO.- Como dijimos, ya estamos cerrando la negociación. Estamos en el punto de la 
comisión, que siempre es delicado, pero todo nos lleva a pensar que en el mes de agosto quedará firmado. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Quiero agregar a la reflexión del señor Diputado Gandini la tarea de 
averiguar cuál es el costo que significa para cada entidad realizar los procedimientos para la ejecución de las 
obras. Cuando el Director explicó la necesidad de la participación de la Corporación, hizo referencia 
precisamente a lentitud, a imposibilidad, a incapacidad técnica. En el debate sobre la participación de la 
Corporación hablamos de que la intención era no replicar equipos de capacidad técnica y posibilidad de 
ejecución de la misma entidad en todos los organismos del Estado, porque eso significaría un costo 
muchísimo mayor que las comisiones. No quiero decir con esto que sea correcto lo que se está estableciendo 
como comisión -ya lo dijimos cuando discutimos el tema de AFISA, la administradora de fondos de 
inversión-, pero creo que hay que tener en cuenta la comisión que cobran estos organismos y cuánto le 
costaba y le cuesta al Estado la no ejecución, la lentitud, la imposibilidad de tener capacidad técnica para 
controlar la ejecución y para resolver los problemas que surgen posteriormente a la ejecución. Eso es lo que 
estamos tratando de superar. 


SEÑOR GANDINL- Comparto que hay una cantidad de costos, pero no tengo condiciones para decir si un 
5% es mucho o poco. Esto se inscribe dentro de la filosofía de las tercerizaciones que, a veces, son 
convenientes para el Estado. Esta es una tercerización estatal pero público-no público, y tiene sus ventajas. 


Simplemente, dije como reflexión que no dimos al INAU en este caso ni a la ANEP condiciones de 
negociación adecuadas. Hay una desigualdad en las partes para la negociación porque el INAU no tiene 
libertad: siempre tiene que acordar con la Corporación Nacional para el Desarrollo, y tiene urgencias que la 
Corporación no tiene. Me refería a eso. Las partes verán qué es lo más conveniente, pero me parece que el 
INAU tiene condiciones de negociación más débiles que la Corporación. 


Dije también que apoyamos esto, que nos pareció saludable, y lo seguimos manteniendo: creo que es bueno 
que el organismo haga lo que tiene que hacer con los muchachos, que es su especialidad, y que de construir y 
reparar los establecimientos se encargue otro que, a lo mejor, tiene especialidad en la materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el artículo 2? del Mensaje del organismo. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Con respecto a este artículo no estuvimos de acuerdo con el Poder Ejecutivo pero 
de todos modos consideramos oportuno plantearlo al Parlamento. 


Se está proponiendo la constitución de una fundación sin fines de lucro, a efectos de vincular el Instituto y los 
gurises con el sector productivo, cómo desarrollar emprendimientos productivos con la participación de los 
adolescentes y las adolescentes. De hecho, venimos desarrollando una serie de proyectos -algunos de pronta 
ejecución- con las Intendencias de Canelones y de Montevideo en relación con la cuenca del arroyo Carrasco, 
en San Ildefonso. También estamos desarrollando proyectos con el INIA, la Facultad de Agronomía, el 
Instituto Nacional de Colonización, el Ministerio de Educación y Cultura, el MIDES, la UTU, a los efectos 
de generar condiciones para la inserción laboral -obviamente tomando en cuenta también los aspectos 
formativos- de los gurises y las gurisas. Además, está planteado para actividades productivas vinculadas a lo 
agropecuario, en función de las extensas conversaciones mantenidas con varias de las asociaciones y 
federaciones rurales, y diversas organizaciones vinculadas a lo productivo, en particular en Florida y 
Tacuarembó, en donde nos señalaban las necesidades, desde su perspectiva de productores, de tener una 
mano de obra más y mejor formada, fundamentalmente en el acceso ya no al trabajo menos calificado sino a 
un trabajo de mayor calificación y de mejor calidad en el terreno de lo agropecuario. 


En el informe que enviamos, planteamos textualmente: "Si bien el INAU cuenta con una gran variedad de 
medios, recursos, infraestructura e instalaciones para llevar adelante actividades de carácter productivo, 
fundamentalmente las vinculadas a la producción agraria, resultan igualmente insuficientes las competencias 
necesarias para gestionarlas de forma eficiente, tales como las que le permitan instalar nuevos 
emprendimientos específicos, contratar personal idóneo vinculado a esas actividades, reinvertir los proventos 
de forma rápida y efectiva o usar estrategias de comercialización y mercado para sus productos, cuando todas 
estas funciones y actividades están referidas a los inminentes egresados o efectivamente egresados. Tampoco 
está habilitado para apoyar económicamente a niños, niñas o adolescentes egresados del Instituto que deseen 
participar en actividades deportivas o culturales o en iniciativas sociales". 


Por ende, reitero, a los efectos de vincular a los y las adolescentes con todo el sector productivo, entendíamos 
la necesidad de contar con el instrumento idóneo para ese fin. 


Hoy, el Derecho Público, en un organismo que no tiene finalidad comercial ni industrial, nos impide el 
desarrollo de muchas de estas posibilidades. 


Es por estas razones que está planteado este artículo. 
Quiero ser claro en algunas cosas. 


Nos resulta absolutamente obvio -fue de lo primero que nos planteamos cuando empezamos a analizar este 
tipo de temas- que cualquier parlamentario -inclusive, cualquier integrante del Poder Ejecutivo- pueda 
entender que esta es una vía por la que se pueden escapar cosas, o que no asegure el suficiente control que 
garantiza el Derecho Público. De cualquier modo, entendemos que es perfectamente posible instaurar todos 
los mecanismos de publicidad, control, etcétera, que eventualmente se considere necesario. Pero la 
experiencia, no de este Directorio sino la recogida a través de proyectos que anteriormente funcionaron bien 


y que no tuvieron la posibilidad de desarrollarse posteriormente, indica en buena medida que ocurrió debido 
a esta dificultad. 


Estamos absolutamente convencidos de que la política social más importante en todos los casos, 
esencialmente en adolescentes -obviamente también en la niñez-, es la educación y, sobre todo, a partir de su 
vinculación con el sector productivo. No todos los gurises y gurisas que tenemos, por más capacidad de 
inclusión que tengan en la educación formal, van a terminar en la Universidad. Pero muy buena parte de ellos 
-esta es la experiencia que tenemos- tiene posibilidades efectivas de vincularse con el trabajo, con la 
educación para el trabajo y con el sector productivo. La experiencia que tenemos con becarios, ya sea en el 
interior de nuestra propia institución como en otros organismos del Estado como ANTEL, UTE y la 
Universidad de la República, recoge evaluaciones que son excelentes. Con ANTEL acabamos de triplicar el 
número de becarios, y no precisamente por una cuestión de caridad, sino porque efectivamente los gurises y 
las gurisas que van allí trabajan muy bien. 


Ahora, ¿cómo desarrollamos todo eso con la vinculación con el sector productivo, inclusive en la capacidad 
de gestionar inmuebles que tenemos por todo el país que podrían ser dedicados claramente a proyectos de 
inversión productiva? Lógicamente, las normas del Derecho Público nos impiden que, pasada la etapa en que 
se le enseñe cómo se hace algo, pueda tener el fruto de ese trabajo que va haciendo en la medida en que los 
gurises se forman. Ese paso no tenemos forma de darlo y muchísimo menos tenemos forma de que los 
gurises puedan ver una retribución inmediata de las cuestiones que desarrollan. 


En general, la institución recibe a todos aquellos niños, niñas y adolescentes, excepto en el sistema de 
atención de tiempo parcial y quizás en primera infancia, que constituyen lo más jodido de esta sociedad, los 
que menos oportunidades han tenido y los que más problemas tuvieron. Por lo tanto, entendemos que es 
imprescindible que podamos desarrollar la mayor cantidad de instrumentos posible para que tengan los 
elementos para salir adelante. La absoluta mayoría de estos gurises y gurisas -de verdad y contrariamente a lo 
que parecería ser una opinión generalizada- está para intentar laburar y estudiar, y así lo demuestran. 


Acá estamos planteando un instrumento más, ya no solo del organismo sino de la sociedad uruguaya, del 
Estado uruguayo para darles la oportunidad, no de ayudas ni de apoyos sino de formarse a sí mismos y salir 
adelante. 


Esta es esencialmente la idea. 


Sabemos que en la medida en que no tiene el acuerdo del Poder Ejecutivo es altamente probable que no 
exista la posibilidad de que este Parlamento apruebe esta iniciativa. Pero nos pareció fundamental plantearla 
porque, independientemente del formato jurídico, probablemente en este mismo ámbito se les ocurran 
mejores ideas que a nosotros en cuanto a la forma. De todas formas, el objetivo es absolutamente 
fundamental y prioritario. Así, de un modo u otro, vamos a insistir en buscar los mecanismos para que se 
pueda cumplir. 


SEÑOR POSADA.- En cuanto a los objetivos que plantea el INAU, quiero decir que tenemos importantes 
coincidencias. Tanto es así que desde hace más de tres Legislaturas planteamos una iniciativa -en algún caso 
con el apoyo del resto de los partidos políticos- que va en el sentido de generar un instrumento que permita a 
instituciones que tienen una participación en lo social, en el ámbito del Estado, y a través de una gestión 
privada, dar respuesta a una serie de programas, proyectos y, a veces, acciones que quedan por el camino 
porque no hay desde la estructura del Estado posibilidades de desarrollarlos. De hecho, creo que hay que dar 
una respuesta. Si se obtiene la misma confluencia que logramos en el pasado para la presentación de ese 
proyecto, una iniciativa de esa naturaleza -reitero que inclusive la tenemos formulada en sus artículos y en 
sus fundamentos-, creo que podría ser una solución al planteo que hace el Directorio del INAÚ. Descreo, sí, 
que la solución llegue por el lado de una fundación, porque ese instrumento jurídico está pensado para otro 
tipo de cosas. Inclusive, los contralores previstos en la ley para las fundaciones están a cargo del Ministerio 
de Educación y Cultura. Y una situación de esta naturaleza, que involucra el manejo de fondos públicos - 
porque eso sería al fin de cuentas-, requeriría otro tipo de contralores entre ellos, a nuestro juicio, el del 
propio Tribunal de Cuentas de la República. 


Entonces, me parece que el instrumento jurídico -que reitero, presentamos en Legislaturas pasadas- debe ser 
el de una persona pública no estatal. Se trata de un instrumento mucho más hábil para dar respuesta y 
encuadrarse no solo en lo que puede ser un proyecto o un programa de vinculación de los jóvenes con los 


procesos productivos, o con el mundo del trabajo, sino también en el financiamiento de otra serie de 
programas, de acciones, de proyectos. En fin, perfectamente puede generarse una especie de licitación 
pública en el ámbito de la ejecución de los programas sociales para ser desarrollados por una institución de 
esa naturaleza; además, me parece que recogería experiencias de otras entidades públicas que actúan con un 
enfoque social. En este sentido, me parece importante por ejemplo todo lo que está haciendo el Ministerio de 
Desarrollo Social y eventualmente las vinculaciones que tienen este tema con el área de la salud pensada en 
un sentido amplio. Entonces, pienso que el tema debe movernos a una iniciativa en el ámbito parlamentario 
que, en todo caso, perfectamente podría estar al margen del proyecto de Rendición de Cuentas. En ese 
sentido, ponemos a disposición de los demás partidos políticos este proyecto de ley que podemos presentar 
rápidamente y darle estado parlamentario, generando un intercambio con las propias autoridades del INAU y 
otras autoridades públicas, particularmente las del Ministerio de Desarrollo Social -que además es el 
organismo al que el propio INAU refiere en el área de las políticas sociales-, para iniciar un camino que dé 
respuestas a todas estas iniciativas que planteaba el Presidente del INAU y que se encuentran con un 
obstáculo: realizarlos del lado de lo público siempre supone el cumplimiento de determinadas reglas de juego 
que a veces terminan entorpeciendo el éxito de los proyectos. 


Por lo tanto, compartiendo el objetivo final -teniendo en todo caso una objeción en cuanto al instrumento 
jurídico-, estamos dispuestos a empujar una iniciativa de esta naturaleza como una persona pública no estatal. 
De manera que haremos llegar a los demás partidos políticos y a las autoridades del INAU el proyecto que en 
otras Legislaturas fue acompañado por parlamentarios de todos los partidos, para tratar de generar un 
instrumento que cobre vida con el apoyo de todos, porque verdaderamente me parece que estas políticas en 
materia social recogen una experiencia que es cuestión de Estado. 


SEÑOR MUJICA.- Quisiera hacer una pregunta políticamente incorrecta: me gustaría saber cuál fue la 
objeción del Poder Ejecutivo para sacar este artículo de la propuesta. 


SEÑOR GANDINI.- Voy a ser muy breve porque el señor Diputado Posada me ha ahorrado una cantidad de 
argumentos. Simplemente, quiero decir que a mí la experiencia de las fundaciones no me agrada mucho, 
porque si bien el objetivo que aquí se plantea es muy bien intencionado, muy loable y muy entendible -yo 
también fui administrador público y sé lo difícil que es hacer algunas cosas con las reglas de juego del Estado 
y en este caso más, porque atrás el destinatario no puede esperar, entonces hay que ser efectivo-, las 
fundaciones también han servido o pueden servir para que se les transfiera recursos públicos y con ellas se 
hagan cosas que se han hecho, por ejemplo, eludir la doble contratación que está prohibida para cualquiera. 
Entonces, terminan siendo un modo de aumentarles el sueldo a funcionarios que trabajan en el organismo y 
en la fundación con compensaciones por fuera, o se utilizan para que tengan dos trabajos o para que se 
empleen fondos de cierto modo, si se terceriza la ejecución de fondos: con el Estado es muy complicado que 
se den determinadas reglas para hacerlo. 


Así como el Estado se inventó las sociedades anónimas para ejecutar dentro del derecho privado, con las 
fundaciones se inventaron las ONG. Entonces, el Estado es dueño de empresa privada y de ONG; ahora bien, 
si estuviéramos seguros de que eso cumple estrictamente el objetivo, no habría problemas, pero el asunto es 
que no necesariamente es así. En ese sentido, con lo que he podido saber de las fundaciones de la 
Universidad de la República yo tengo reparos. No me parece que sea un camino cuando vemos a la 
Universidad de la República contratando personas para proveer servicios tercerizados a otros organismos del 
Estado, porque después vienen acá los chiquilines y nos piden que los presupuestemos. Pero eso es lo que se 
hace: cobra comisión y no se creó para eso. 


Entonces, creo que hay que buscar un camino: está abierto el que plantea el señor Diputado Posada y yo 
estoy dispuesto a trabajar en ese sentido. Sería muy fácil para nosotros ponernos a favor del viento; quizás el 
Gobierno es el que tiene que decir "no" y nosotros quedaríamos simpáticos diciendo "sí", pero yo estoy 
dispuesto a trabajar, porque me parece que hay que encontrar la solución. Ahora bien, si va a haber 
transferencia de recursos, deben existir controles y tiene que estar estrictamente definido en la ley cuál es el 
cometido de la fundación. De lo contario, la ley tendrá que decir que no se podrá gozar de recursos o de 
transferencias, al menos del organismo, y que no podrán trabajar allí funcionarios del organismo. De no ser 
así, estaríamos encubriendo otras relaciones laborales y transfiriendo la ejecución de recursos públicos de 
otro modo, evitando la normativa. 


Entonces, o se ponen las condiciones o buscamos otro mecanismo, pero yo estoy dispuesto a trabajar 
entendiendo cuál es el objetivo. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Reitero que cuando resolvimos presentar igual este artículo -sabíamos que había 
posibilidades políticas de que se aprobara como mínimo escasas- lo hicimos para generar algún tipo de idea 
que, si no es esta, puede ser cualquier otra: por lo menos queríamos mover el avispero con el objetivo 
planteado. 


¿Cuáles fueron las razones del Poder Ejecutivo para sacar este artículo de la propuesta? Vamos a ser bien 
claros. En realidad, con el Poder Ejecutivo mantuvimos largas conversaciones, muy concentrados en el tema 
de los infractores, que era el grueso de nuestro debate y que tenía una bolsa bastante grande en algún caso, 
por lo cual, obviamente, como corresponde debimos argumentar, avanzar, discutir y coordinar mucho. Este 
punto no fue de los que más tratamos pero diría -para resumir- que básicamente las objeciones van en la línea 
de los planteos que se hicieron por parte de los señores Diputados Posada y Gandini. Diría que, 
sustantivamente, coinciden con algunos de los planteos que se nos hicieron. 


El otro elemento que también tenemos claro -realmente no nos dio el tiempo- es que, objetivamente, no 
pudimos coordinar con otros organismos para plantearnos una idea de este tipo. Vamos a insistir en la idea y 
vamos a buscar el formato jurídico. No nos atamos a la idea de que sea una fundación. Ese fue el planteo al 
que pudimos llegar pero nos parece imprescindible poder avanzar en el objetivo planteado, cualquiera sea el 
formato que luego se aplique. Realmente, fue en función de esos argumentos que el Poder Ejecutivo no 
compartió el envío, y el otro elemento fue que no nos dio el tiempo para conjugar con otros una idea que 
pudiera ser pensada no exclusivamente por una institución sino, en todo caso, por varias. 


Estoy de acuerdo en que la discusión a veces es: como tengo problemas con el derecho público busco una 
solución o frontalmente voy y veo cómo lo cambio. Creo que esta es una cuestión con la que uno se enfrenta 
diariamente en la gestión, y en un lugar como el que andamos nosotros, en que nuestro tiempo para teorizar 
no es excesivo, quizás tengamos la tentación de pensar por dónde tomar un atajo en función del objetivo que 
se persigue. Reconocemos que parte de las objeciones que se plantearon son claramente atendibles y 
entendibles. De todos modos, insistimos en la necesidad de buscar una forma que permita atender el objetivo 
planteado. 


SEÑOR IBARRA.- Nos interesaría tener información de último momento sobre un tema que tenemos en la 
agenda para analizar. Hace pocos días estuvo aquí una delegación de las llamadas cuidadoras del INAU, que 
trajeron una serie de documentos y de informaciones. Este tema ya se había tratado en el Presupuesto 
quinquenal. Quisiera saber si se ha encontrado alguna solución a este asunto, que creo pasa por encontrar una 
figura desde el punto de vista escalafonario a fin de incluirlo en el INAU. 


SEÑOR BEROJIS.- En el mismo sentido que el señor Diputado Ibarra, quiero decir que las cuidadoras nos 
dejaron un documento y sería bueno que se le acercara una fotocopia al señor Presidente del INAU para que 
pueda informarse sobre el asunto y contestarnos ahora o enviarnos luego información al respecto. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Conocemos el caso. 


En primer lugar, hubo una opción por ir por la vía judicial. Existió un caso en un Juzgado Letrado de la 
ciudad de Fray Bentos -no recuerdo el Turno- donde el organismo perdió, fue condenado. En todos los demás 
casos, hasta ahora, la Justicia nos ha dado la razón en los argumentos que manejamos, y en los Tribunales de 
Apelaciones, hasta el momento, la jurisprudencia ha sido absolutamente unánime a favor de dar la razón al 
organismo en los fundamentos que maneja. ¿Sobre qué base? Precisamente esta: no son funcionarios y no 
podrían serlo, en nuestra humilde opinión. De lo contrario, poco sentido tendría establecer un programa de 
acogimiento. Si lo hiciéramos con funcionarios públicos o ingresando gente al escalafón público, el propio 
Programa en buena medida perdería el sentido, por lo menos en la dimensión de amplitud y de masividad con 
la que este Programa se desarrolla desde 1940. Es uno de los Programas más viejos que tiene la institución. 
De las diez erogaciones que tiene el organismo, entre sueldos y apoyos, etcétera, siete de los más altos están 
en el régimen de cuidadoras alternativas familiares. ¿Por qué? Porque, en realidad, el dinero es para la 
crianza de los gurises y si no, se desvirtuaría completamente el sistema. 


Ahora que debemos tener, por obligación legal, un Programa de Acogimiento Familiar más agresivo que el 
que hemos venido sosteniendo hasta el momento, estamos viendo muchos otros formatos aparte de este. No 


tenemos problemas en dialogar; queremos ser sinceros. Hemos sido insultados soezmente como fascistas, 
etcétera, por parte de alguno de los representantes legales. Hemos elegido no contestar. Francamente nos 
pareció que no era el formato en el que se pudiera plantear una discusión, sobre todo porque cuando se venía 
a negociar la posibilidad de una transacción, el comportamiento y los términos utilizados fueron muy otros: 
el trato era más amable. Reitero: no tenemos ningún inconveniente en dialogar en la medida en que, primero, 
no lo hagamos sobre el juicio. Entendemos que, por lo menos hoy, no hay condiciones, desde el punto de 
vista de los intereses del Estado no ya del INAU, para sentarse a negociar lo que podría ser una transacción 
judicial en función de que, en realidad, hasta ahora la jurisprudencia había sido absolutamente favorable al 
organismo. Seríamos muy malos administradores si nos sentáramos a negociar sobre la base de algo sobre lo 
que judicialmente sabemos que nos van a dar la razón. La Justicia se ha expedido sobre esa base: no son 
funcionarios públicos ni existe subordinación como nota característica de una relación laboral ni pública ni 
privada. Estamos absolutamente dispuestos a hablar, a negociar en estos términos, sobre otras bases y no las 
planteadas en el juicio, en la medida en que tengamos interlocutores que representen a todos. Lo que nos ha 
ocurrido es que, en realidad, se nos han hecho planteos en función de alguna gente que está agrupada en 
algunos departamentos -en algunos casos puede ser del ciento por ciento de las personas de determinado 
departamento- pero no directamente de parte de quienes están en esto. Es obvio que no voy a ser yo -si bien 
en desuso, soy abogado- quien argumente precisamente en contra del rol de representación que cualquier 
profesional pueda tener, pero no hemos podido hablar directamente con quienes realizan los planteos. 
Fundamentalmente, lo que les hemos señalado es que, en la medida en que existe una organización con la 
cual dialogar, si llegamos a algún tipo de acuerdo será para todo el país y para todas las personas, y nosotros 
no tenemos inconveniente. Si la ley en su momento dispone algo distinto, lógicamente, cumpliremos. Nuestra 
opinión es que no deberían tener una vinculación laboral con el organismo; es la que entendemos que se 
ajusta a la ley vigente y con la que el Directorio del organismo tiene acuerdo. Reitero que ello no implica que 
no se brinde toda la colaboración y el apoyo necesario ni que se niegue la posibilidad de conversar a los 
efectos de la crianza de los gurises y las gurisas. 


SEÑOR BEROJIS.- ¿Cuántos son los gurises atendidos bajo este sistema, y cuántas las cuidadoras? 


SEÑOR SALSAMENDI.- La atención integral de tiempo completo en el entorno familiar comprende a 1.202 
gurises y gurisas en todo el país. Las cuidadoras de alternativa familiar son 341 a mayo de 2011. 


Hay un error en el mensaje que enviamos que fue expresamente aclarado: los datos de la cantidad de 
funcionarios y demás corresponden a una actualización a mayo de este año y no a mayor del año pasado. 


Queremos anticipar que vamos a plantear otro tema -por supuesto, no en el marco de la Rendición de Cuentas 
ni de la Comisión de Presupuestos-: la imperiosa necesidad de revisar algunos aspectos de la ley de 
adopciones aprobada en el año 2009. La práctica nos ha mostrado algunos problemas, fundamentalmente en 
lo que tiene que ver con la tenencia y la tenencia preadoptiva, por lo que nos parece que a la luz de la 
experiencia y de la práctica judicial sería necesario revisar algunos aspectos muy importantes de dicha ley. 
Hemos elaborado un articulado en función de las conversaciones que tuvimos con representantes del Poder 
Judicial -Suprema Corte de Justicia, Tribunal de Apelaciones y Defensoría de Oficio- porque se han 
planteado casos en que pasar de un régimen de acogimiento a uno de adopción genera problemas que siempre 
son muy difíciles de tratar y de resolver. Quería aprovechar esta oportunidad para hacer este planteo. 


SEÑOR GANDINI.- Es ocioso discutir sobre el pasado, en tanto el tema está a nivel judicial y hay 
pronunciamientos en la materia. Podemos mirar hacia delante y pensar cómo se regula esa situación, pero 
desde el Parlamento no vamos a cambiar retroactivamente la situación en la etapa en que los interesados 
acudieron a la vía judicial. Me parece que sobre eso no deberíamos discutir, a pesar de que podemos tener 
opiniones diferentes. Deberíamos mirar para adelante. Y mirando para adelante, hay que definir una relación. 
Si no hay retribuciones, son honorarias, y yo no creo en el trabajo honorario, por lo menos en esta época. 
Quizás hace cuarenta años sí, con esa figura de la madre sustituta y el acogimiento en el seno familiar de un 
niño más, pero hoy no parece realista pensar que haya personas que tienen cuatro chiquilines -ese es el 
promedio que se nos informó- de manera honoraria y lo que reciben son recursos equivalentes al gasto para 
mantenerlos. Si así no fuera y hubiera una diferencia, hay retribución; y si hay retribución, hay relación 
laboral. Si no hay retribución y hay una diferencia, ¿qué es? ¿Una contratación de un servicio? Podría serlo, 
pero tendría que estar formalizada: se contrata a alguien para que dé el servicio. No me parece que debamos 
pensar que es realista creer que hay personas que dedican tiempo y esfuerzo de manera honoraria, aunque 
creo -estoy seguro- que entre ellas debe haber algunas que lo hacen de forma puramente vocacional. Pero eso 


también integra una forma de vida. No tiene vuelta, ya que asumen obligaciones y para cumplirlas tienen que 
dedicar esfuerzo y tiempo, y renunciar a otras tareas laborales. Y sin contraprestación, entramos en esa falacia 
del honorario, que nunca termina siendo honorario en estos tiempos. Nada de lo que decimos que es 
honorario lo es. 


Me parece que hay que trabajar en alguna forma de relación contractual. Podría pensarse por el lado de la 
nueva figura del contrato laboral privado -que es una relación privada- o de alguna otra "sui generis" que se 
pueda crear desde un organismo descentralizado como este. 


El tema no se arregla ganando los juicios sino estabilizando para adelante una situación que, cuando la 
recibimos, todos los legisladores vemos que tiene un grado de inestabilidad y de incertidumbre muy claro. 
Nadie puede pensar que trabajan gratis. Puede sostenerse que no son empleados públicos, pero algo reciben 
por la tarea que hacen. De hecho, lo defienden de ese modo. A veces con esos recursos mantienen a la 
familia, y por ser así, eso tiene un componente de retribución. 


Yo me ofrezco para trabajar en la materia mirando para adelante. Me gustaría modificar el pasado pero, en la 
medida que eso está en la órbita judicial, no es conveniente introducirse por la vía legal en ese camino. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este es un tema realmente complejo. La acogida de un niño en un hogar no tiene 
precio ni remuneración. Por lo tanto, desde ahí arrancamos con una gran dificultad y es lo que busca 
solucionar el INAU cuando quiere implementar este tipo de programas. El tema queda en carpeta porque a 
los legisladores, así como también a la institución, les interesa que se busque una solución. 


Hemos analizado el articulado, tanto el proveniente del Poder Ejecutivo como el del organismo, y los puntos 
de interés general que han planteado los señores legisladores han sido respondidos por las autoridades del 
Instituto. 


La Comisión agradece la presencia de autoridades del INAU. 
Recordamos que nos reunimos mañana a la hora 10 para recibir a ASSE. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 19 y 53) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


